
 
 
 

   
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO 

RADICADO: 54-001-33-33-006-2013-00181-00 

EJECUTANTE:  JARAT INGENIERÍA S.A.S.- CEDIDO AL SEÑOR 
RAMÓN CHINCHILLA ARENAS 

EJECUTADO:  MUNICIPIO DE OCAÑA 

ASUNTO APERTURA INCIDENTE DE DESACATO    

 
Mediante auto del 4 de noviembre de la presente anualidad, el Despacho dispuso 
requerir a la Secretaría de Hacienda del Municipio de Ocaña, para que en el término 
de 5 días, emitiera certificación en la que se indique i) a qué rubro pertenece; ii) cuál 
es la destinación; e iii) inversión, de las sumas de dinero pagadas por la Empresa 
de Servicios Públicos de Ocaña ESPO S.A. E.S.P., con ocasión del Acta 01 de 2020 
(suscrita por el alcalde municipal y el gerente de la ESPO S.A.), para el efecto 
debería allegar los soportes documentales que acrediten lo que se certifica. 
 
El proveído en comento fue notificado al Municipio de Ocaña a través de estado 
electrónico del 8 de noviembre de 2022, como se advierte del archivo pdf 
denominado «64ComunicacionEstado57» de la carpeta 
«CuadernoMedidaCautelar» del expediente digital.  
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que ya feneció el término de 5 días dispuesto en el 
auto del 4 de noviembre de 2022, sin que a la fecha se haya logrado obtener la 
información requerida, se destaca que tal situación impide al Despacho continuar 
con el trámite correspondiente, constituyéndose con esta conducta una obstrucción 
a la debida administración de justicia.  

Así, el Despacho acudiendo a los poderes correccionales del Juez y a efectos de 
determinar si el Secretario de Hacienda del Municipio de Ocaña ha incumplido sin 
justa causa las órdenes impartidas en el ejercicio de sus funciones o demorado la 
ejecución de las mismas, tal como lo señala el numeral 3° del  artículo 44 del Código 
General del Proceso el cual dispone: “Sancionar con multas hasta por diez (10) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV)  a sus empleados, a los 
demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan 
órdenes que les imparta en el ejercicio de sus funciones o demoren su 
ejecución”, procede a dar inicio al trámite incidental consagrado en el parágrafo 
del artículo citado. 

En este orden de ideas, comoquiera que el Doctor Miguel Quintero Alvernia, 
Secretario de Hacienda del Municipio de Ocaña es el encargado de remitir la 
información solicitada, se dispondrá cumplir con el trámite señalado en el parágrafo 
del artículo 44 del CGP.  

Por tanto, habrá de notificarse personalmente y correr traslado de la apertura del 
presente incidente por el término de tres (03) días al Secretario de Hacienda del 
Municipio de Ocaña, Miguel Quintero Alvernia, a efectos de que ejerza su derecho 
de defensa y exprese los motivos por los cuales no ha dado cumplimiento a la orden 
judicial referida. Además, deberá informar al Despacho el número de su documento 
de identificación. 
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RESUELVE 
 

PRIMERO: ÁBRASE EL TRÁMITE INCIDENTAL contemplado en el inciso 
segundo del parágrafo del artículo 44 del Código General del Proceso a efectos de 
determinar el SECRETARIO DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE OCAÑA, 
MIGUEL QUINTERO ALVERNIA, ha incumplido sin justa causa a las órdenes 
impartidas en el ejercicio de sus funciones o demorado la ejecución de las mismas, 
de acuerdo con las anteriores consideraciones. 

SEGUNDO: Notificar el presente proveído a MIGUEL QUINTERO ALVERNIA, en 
su calidad de SECRETARIO DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE OCAÑA, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 291 y siguientes del Código General del 
Proceso.  

TERCERO: Una vez notificado, CÓRRASE TRASLADO por el término de tres (03) 
días a efectos de que ejerza su derecho de defensa y exprese los motivos por los 
cuales no ha dado cumplimiento a la orden judicial referida. Además, deberá 
informar al Despacho el número de su documento de identificación. 

CUARTO: Por secretaría dese apertura a un cuaderno de incidente en el expediente 
digital, el cual se tramitará de forma independiente al cuaderno principal, al que se 
le deberá agregar copia de la presente providencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 

JUEZ 
CHPG  

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

RADICADO: 54-001-33-40-010-2016-01000-00 

DEMANDANTE: CARLOS ALBERTO ARÉVALO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE OCAÑA 

COADYUVANTES: 
JUAN CARLOS SÁNCHEZ SABOGAL, RUBÉN 
DARÍO ROSO REYES Y JAVIER GAONA SÁNCHEZ 

ASUNTO: TERMINA PROCESO 

 
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la solicitud de terminación del proceso, 
presentada por ambos extremos procesales.  
 

I. ANTECEDENTES 
 
El señor Carlos Alberto Arévalo, a través de apoderado, presentó demanda en 
ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en contra 
el Municipio de Ocaña, con el propósito de que se declare la nulidad de la 
Resolución número 028 del 28 de mayo de 2015, proferida por la Inspector 
Segundo de Policía del Municipio de Ocaña, en la que se sancionó al 
demandante, por presuntas infracciones urbanísticas; del acto ficto de fecha 18 de 
agosto de 2015, a través del cual se resolvió recurso de reposición interpuesto por 
los querellantes; y de la Resolución número 875 del 30 de diciembre de 2015, 
proferida por el alcalde del Municipio de Ocaña confirmando la sanción proferida.  

El proceso mencionado correspondió por reparto al Juzgado Décimo 
Administrativo del Circuito de Ocaña, el pasado 28 de julio de 2016, y, mediante 
auto del 29 de septiembre de 2016, decidió admitir la demanda presentada, 
ordenando la notificación personal a la entidad accionada, corriendo traslado de la 
demanda de conformidad con lo preceptuado en la ley 1437 de 2011. 
 
Surtido el trámite correspondiente, encontrándose el proceso para fijar fecha para 
la celebración de audiencia inicial, el Juzgado Décimo Administrativo del Circuito 
de Ocaña, declaró su falta de competencia para conocer el presente asunto, 
remitiendo el proceso de la referencia a este Despacho, razón por la cual, a través 
de auto del 20 de mayo de 2021, se avocó el conocimiento de la presente acción, 
fijándose fecha para la celebración de audiencias inicial.  
 
El 9 de junio de 2021, se llevó a cabo audiencia inicial, fijándose como fecha para 
la celebración de audiencia de pruebas el 2 de septiembre de 2021, sin embargo, 
ante la solicitud propuesta por el apoderado del Municipio de Ocaña, se aplazó la 
celebración de la diligencia, fijándose como nueva fecha el 7 de octubre de 2021.  
 
No obstante, ante la solicitud elevada por ambos extremos procesales, con auto 
del 6 de octubre de 2021, se procedió a suspender el proceso por el término de 2 
meses, levantándose la mentada suspensión mediante auto del 7 de abril de 2022, 
fijándose como fecha para la celebración de audiencia de pruebas el día 27 de 
abril de 2022.  
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Llegado el día de la audiencia, atendiendo que solo queda pendiente el recaudo 
de pruebas documentales, el Despacho se abstuvo de programar fecha para la 
continuación de la audiencia de pruebas, y en su lugar, se dispuso, por economía 
procesal, que una vez se recibiera la prueba documental ordenada, mediante auto 
se dejaría a disposición de las partes para garantizar el derecho de contradicción y 
se correría traslado para presentar por escrito los alegatos de conclusión.  
 
Mediante memorial del 17 de noviembre de 20221, los apoderados de ambos 
extremos solicitaron la terminación del proceso, por cuanto la sanción contenida 
en el acto administrativo demandado fue cumplida, de modo que no les asiste más 
razón e interés en continuar con el presente trámite, renunciando al cobro de costa 
procesales y agencias del derecho.  
 
Por lo anterior, previo a resolver se establecen las siguientes, 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
En primera medida, debe indicarse que el Título Único de la Sección Quinta del 
Código General del Proceso, establece como formas de terminación anormal del 
proceso la transacción y el desistimiento.  
 
Revisado el escrito de solicitud de terminación del proceso, el apoderado de la 
parte demandante aduce que existe una carencia actual de objeto litigioso, pues la 
sanción contenida en el acto administrativo demandado fue cumplida, al realizarse 
la adecuación de los parqueaderos y el pago de la sanción pecuniaria establecida, 
solicitud coadyuvada por la entidad demandada, evidenciándose que se trata de 
un desistimiento de las pretensiones.   
 
Al respecto, el desistimiento de la demanda es una de las formas anormales de 
terminación del proceso. Para el caso de los procesos tramitados ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por tratarse de un asunto no 
regulado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, son aplicables las normas del Código General del Proceso, por 
remisión expresa del artículo 306 del CPACA.  
 
En tal sentido, se precisa que el artículo 314 del CGP, prevé acerca del 
desistimiento de las pretensiones, lo siguiente: 
 

«(…) El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya 
pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 
presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la 
sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos 
aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido 
efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos 
efectos de aquella sentencia. 
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene 
de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones 
y personas no comprendidas en él. 
 
(…) 
 

                                                           
1 Archivo pdf «62SolicitudTerminacion» del expediente digital. 
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El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica 
a la persona que lo hace y a sus causahabientes. 
 
(…)». (Resaltado fuera del texto). 

 
De acuerdo con la norma citada, el accionante puede desistir total o parcialmente 
de las pretensiones de la demanda, siempre que no se haya dictado sentencia que 
ponga fin al proceso. A su turno, de los artículos 315 y 316 del mismo código, se 
extraen como requisitos para que sea admitido el desistimiento de la demanda: (i) 
cuando sea por intermedio de apoderado, este debe estar facultado expresamente 
para ello y (ii) que se haga ante el secretario del juez de conocimiento. 
 
Caso concreto 
 
En el sub examine se verifica que el proceso estaba pendiente el recaudo de unas 
pruebas documentales, resultando evidente que no se ha proferido decisión de 
fondo en el presente asunto.  Asimismo, se observa que conforme con el poder 
que obra a pág. 2 del archivo pdf denominado 
«01PrimerCuadernoPrincipal201601000» del expediente digital, que al apoderado 
del demandante le fue conferida la facultad de desistir. En consecuencia, como la 
solicitud cumple con los presupuestos legales previstos en los artículos 314 y 
siguientes del CGP, se aceptará el desistimiento de las pretensiones de la 
demanda y se dará por terminado el proceso. 
 
En relación con la condena en costas, es importante destacar que no procede de 
manera automática, pues como se indica en el numeral 8 del artículo 365 del 
Código General del Proceso, «(…) solo habrá lugar a costas cuando en el expediente 

aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación (…)». Siendo así, y 
teniendo en cuenta que en el trámite del proceso no se observa de la parte 
accionante un actuar temerario, el Despacho no condenará en costas.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de 
Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho presentada por el señor CARLOS ALBERTO 
ARÉVALO ÁLVAREZ, a través de apoderado, en contra el MUNICIPIO DE 
OCAÑA, de acuerdo con lo expuesto en esta providencia.  

SEGUNDO: DECLARAR terminado el proceso de la referencia. 
 
TERCERO: Sin condena en costas. 
 
CUARTO: ARCHIVAR, por Secretaría, el proceso de la referencia, previas las 
constancias a que haya lugar. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA   

RADICADO: 54-001-33-33-001-2018-00270-00 

DEMANDANTE:  OSNNAYDER ALBERTO ALVARADO PÉREZ Y 
OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - 
EJÉRCITO NACIONAL 

ASUNTO: RESUELVE INCIDENTE DESACATO  

 
Procede el Despacho a decidir incidente de desacato seguido en contra del 
Comando de Ingenieros del Ejército Nacional, el cual está en cabeza del coronel 
José Antonio Pérez Gómez.  
  

I. ANTECEDENTES  
 
En audiencia inicial del 23 de noviembre de 20211, este Despacho en la etapa de 
decreto de pruebas resolvió oficiar al Comando de Ingenieros del Ejército Nacional, 
a fin de que remitiera con destino al presente proceso los protocolos y reglamentos 
para la construcción de bases militares, así como lo relacionado a las condiciones 
de seguridad interna con que deben contar tales estructuras, específicamente las 
garitas, y a cargo de quién se encuentra la verificación del cumplimiento de las 
mismas. 
 
El 1 de noviembre de 2022, en el curso de audiencia de pruebas de que trata el 
artículo 181 del CPACA, en atención a los diversos requerimientos realizados al 
Comando de Ingenieros del Ejército Nacional, se resolvió iniciar el trámite incidental, 
a efectos de determinar si tal entidad, la cual está en cabeza del coronel José 
Antonio Pérez Gómez, ha incumplido sin justa causa las órdenes impartidas en el 
ejercicio de sus funciones o demorado la ejecución de las mismas. 
 
1.1. De lo manifestado por el Comando de Ingenieros del Ejército Nacional2. 
 
Mediante oficio número 2022441002394661 del 4 de noviembre de 2022, el Coronel 
Héctor Alfonso Candelario Guaneme, en calidad de Comandante Brigadier con 
Funciones de Estado Mayor y Segundo Comandante del Comando de Ingenieros, 
atiende el requerimiento realizado por el Despacho, informando que mediante oficio 
de radicado No. 2022441000560271 del 16 de marzo de 2022, se dio respuesta de 
fondo al requerimiento probatorio realizado.  
 
Aduce que, si bien la información fue remitida con antelación, procedió a remitirla 
nuevamente, anexando con su respuesta, Resolución número 0208 del 19 de 
febrero de 2010, «por la cual se aprueba el “MANUAL DE FORTIFICACIONES Y 
OBSTÁCULOS”», emitida por el Ejército Nacional, así como, Directiva Permanente 
No. 00232 del 27 de diciembre de 2017, de asunto Diseño Construcción y 
Mantenimiento de Obras Militares, emitido por el Coronel Libardo Antonio Osorio 
Hoyos, Jefe Departamento de Ingenieros Militares.  

                                                
1 Archivo pdf «18ActaAudienciaInicial» del cuaderno 01cuadernoprinipal1 del expediente digital.  
2 Archivo pdf «49RespuestaOficio237» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 
 
En cuanto al incumplimiento de las órdenes emitidas por los Jueces, el numeral 3° 
del artículo 44 del Codigo General del Proceso - C.G.P.- regula lo concerniente a 
los poderes correccionales del Juez cuando sus empleados, los demás empleados 
públicos y los pariculares sin justa causa incumplen las órdenes por él impartidas, 
así:  
 

«Artículo 44. Poderes correccionales del juez. 
Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes 
poderes correccionales: 
 
(…) 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los 
particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio 
de sus funciones o demoren su ejecución. 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Para la imposición de las sanciones previstas en los cinco primeros 
numerales, el juez seguirá el procedimiento previsto en el artículo 59 de la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia. El juez aplicará la respectiva sanción, 
teniendo en cuenta la gravedad de la falta. 
 
Cuando el infractor no se encuentre presente, la sanción se impondrá por medio de 
incidente que se tramitará en forma independiente de la actuación principal del 
proceso. 
 
Contra las sanciones correccionales solo procede el recurso de reposición, que se 
resolverá de plano». 

 
Descendiendo al presente asunto, se tiene que mediante auto del 1 de noviembre 
de 2022, proferido en audiencia de pruebas, este Despacho resolvió aperturar 
incidente de desacato en contra del coronel José Antonio Pérez Gómez, en calidad 
de comandante del Comando de Ingenieros del Ejército Nacional, ante el 
incumplimiento de la orden emitida en audiencia inicial del 23 de noviembre de 2021, 
tendiente a que dicha entidad remitiera con destino al presente proceso los 
protocolos y reglamentos para la construcción de bases militares, así como lo 
relacionado a las condiciones de seguridad interna con que deben contar tales 
estructuras, específicamente las garitas, y a cargo de quién se encuentra la 
verificación del cumplimiento de las mismas. 
 
Por su parte, mediante oficio número 2022441002394661 del 4 de noviembre de 
2022, el Coronel Héctor Alfonso Candelario Guaneme, en calidad de Comandante 
Brigadier con Funciones de Estado Mayor y Segundo Comandante del Comando de 
Ingenieros, atiende el requerimiento realizado por el Despacho, informando que 
mediante oficio de radicado No. 2022441000560271 del 16 de marzo de 2022, se 
dio respuesta de fondo al requerimiento probatorio realizado.  
 
Resulta menester precisar, que en audiencia de pruebas del 2 de agosto hogaño, 
se requirió por última vez al Comando de Ingenieros del Ejército Nacional, en 
atención a que, si bien dio respuesta al requerimiento probatorio enunciando que el 
protocolo para la construcción de bases militares se basa en los lineamientos 
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establecidos en el “Manual de Fortificaciones y Obstáculos y la Directiva 
Permanente de Ingenieros N° 0232/2017, para el “Diseño, Construcción y 
Mantenimiento de Obras Militares”, lo cierto, es que dicha respuesta no se 
acompañó del manual al que se hace referencia.  
 
No obstante, en el curso del trámite incidental la entidad requerida allegó Resolución 
número 0208 del 19 de febrero de 2010, «por la cual se aprueba el “MANUAL DE 
FORTIFICACIONES Y OBSTÁCULOS”», emitida por el Ejército Nacional, así como, 
Directiva Permanente No. 00232 del 27 de diciembre de 2017, de asunto Diseño 
Construcción y Mantenimiento de Obras Militares, emitido por el Coronel Libardo 
Antonio Osorio Hoyos, Jefe Departamento de Ingenieros Militares, las cuales 
reposan en el archivo pdf «49RespuestaOficio237» del expediente digital.  
 
Así las cosas, al allegarse los documentos requeridos al plenario, el Despacho 
encuentra satisfecha la orden emitida en audiencia inicial del pasado 23 de 
noviembre de 2021.  
 
En razón de todo lo expuesto, para el Despacho no hay lugar a sancionar al coronel 
JOSÉ ANTONIO PÉREZ GÓMEZ, en su condición comandante del COMANDO DE 
INGENIEROS DEL EJÉRCITO NACIONAL, dado que se acreditó la gestión 
realizada en procura de dar cumplimiento de la orden emitida. En consecuencia, se 
ordenará la terminación del presente trámite incidental y se abstendrá el Despacho 
de imponer sanción alguna por desacato contra el prenombrado.  

En consecuencia, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

RESUELVE 
 

PRIMERO: DECLÁRESE la terminación del presente incidente de desacato, 
absteniéndose el Despacho de imponer sanción alguna en contra del coronel JOSÉ 
ANTONIO PÉREZ GÓMEZ, en su condición comandante del COMANDO DE 
INGENIEROS DEL EJÉRCITO NACIONAL, por lo dicho en los considerandos. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE, por Secretaría, a las partes por el medio más expedito 
la presente decisión, remitiéndoseles copia de este proveído. 
 
TERCERO: Una vez cumplido lo anterior, ARCHÍVESE la presente actuación 
previas las anotaciones secretariales de rigor. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-001-33-33-001-2021-00009-00 

ACCIONANTE: JOHN JAIRO DUARTE CASTRO Y OTROS 

ACCIONADA: 
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
POLICÍA NACIONAL   

ASUNTO: AUTO RESUELVE MEDIDA CAUTELAR 
  

Procede el Despacho a resolver la solicitud de medida cautelar presentada por los 
señores JHON JAIRO DUARTE CASTRO, ROSA MARÍA DÍAZ VILLALBA 
actuando a nombre propio y en representación de sus hijos ANY MARIHAN 
DUARTE DÍAZ Y JHON JAIRO DUARTE DÍAZ, así mismo GLORIA CASTRO 
RAMOS y PEDRO DUARTE GAMBOA, en calidad de demandante dentro del 
proceso de la referencia, que cursa contra la NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL.  
 

I. ANTECEDENTES 
 

Como sustento de la solicitud de medida cautelar la parte actora argumenta que, al 
momento de expedirse el acto administrativo contenido en la Resolución número 
01790 del 16 de julio de 2020, no se dieron a conocer los motivos o causas por las 
cuales se fundó dicho acto, considerando que se violaron de esta manera sus 
derechos fundamentales al debido proceso, derecho de defensa y contradicción, y 
se desconocieron además, los principios a la publicidad y a la motivación de los 
actos administrativos, entre otros derechos como el de la igualdad, integridad 
personal y emocional a fin de resguardar su dignidad humana. 
 
Indicó que, a través de la solicitud de medida cautelar, se pretende suspender 
provisionalmente los efectos de la Resolución número 01790 del 16 de julio de 2020, 
mediante la cual se decidió retirar del servicio activo de la Policía Nacional al señor 
John Jairo Duarte Castro por llamamiento a calificar servicios, proferida por el 
Director General de la Policía Nacional y por lo tanto se ordene a la Policía Nacional, 
reintegrarlo, de acuerdo al acto administrativo contenido en la Resolución número 
01049 del 25 de abril de 2022, por medio de la cual se brinda la posibilidad al 
personal retirado de la institución a reincorporarse nuevamente al servicio, previa 
verificación de ciertos requisitos1.  
 

II. TRÁMITE PROCESAL 
 
Mediante auto del 27 de septiembre de 20222, se ordenó notificar el escrito de la 
medida cautelar a la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Policía Nacional, 
corriéndose traslado de esta por el término de 5 días. 
 

III. OPOSICIÓN A LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 
 

Surtida la notificación personal la entidad demandada3 se pronunció al respecto. 

                                                
1 Carpeta «CuadernoMedidaCautelar» documento PDF «01EscritoMedida» del expediente digital. 
2 Carpeta «CuadernoMedidaCautelar» documento PDF «02AutoCorreTraslado» del expediente digital. 
3 Carpeta «CuadernoMedidaCautelar» documento PDF «05ContestacionMedida» del expediente digital. 
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El apoderado de la Nación- Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, como 
argumentos de defensa expresó que el acto administrativo acusado no ha 
trasgredido ningún derecho fundamental, como aduce el demandante. 
 
Sostuvo que la Resolución número 01790 del 16 de julio de 2020, fue expedida con 
base a lo reglamentado en el artículo 54, 55 numeral 2 y 57 del Decreto Ley 1791 
de 2000, modificado por el artículo 1 y 2 numeral 3 y 4 de la Ley 857 de 2003 y el 
artículo 1 del Decreto 754 de 2019, normas que no exigen ningún requisito adicional 
al de contar con más de 15 años o más de servicio, para retirar del servicio por 
llamamiento a calificar servicios a personal de Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 
 
Aseveró que, el llamamiento a calificar servicios implica el ejercicio de una facultad 
que ejerce el Gobierno Nacional para facilitar el relevo en la línea de jerarquía de 
las instituciones militares, la cual permite el ascenso de algunos de sus miembros y 
conlleva también el retiro de otros, sin que pueda equiparar alguna sanción.  
 
Indicó, respecto a la motivación del acto administrativo que dispone el retiro del 
servicio por la causal llamamiento a calificar servicios, que la jurisprudencia ha 
establecido que para que esta proceda es necesario que se configuren dos 
requisitos: i) tener un tiempo mínimo de servicios y ii) ser acreedor de la asignación 
de retiro.  
 
Señaló que, tal decisión no requiere de una motivación distinta que la de cumplir 
dichos requisitos para acceder a la asignación de retiro, y que el acto administrativo 
impugnado fue expedido con plena observancia de las formalidades legales, dentro 
del ámbito de competencia, sin desviación de las facultades propias, y goza 
plenamente del atributo de presunción de legalidad. 
 
Por último, solicitó negar el decreto de la medida cautelar impetrada por el 
apoderado de la demandante, indicando que el acto administrativo contenido en la 
Resolución número 01790 del 16 de julio de 2020, fue expedido conforme con las 
normas que rigen la materia, gozando de una de presunción absoluta de legalidad, 
y que el actor no ha logrado demostrar hasta esta instancia alguna violación de las 
normas superiores incoadas, o que se le haya causado algún perjuicio irremediable 
al no ser otorgada dicha medida.  
 

IV. CONSIDERACIONES  
 
4.1. Fundamento legal y jurisprudencial de las medidas cautelares 
 
El artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, nos enseña la posibilidad de solicitar 
medidas cautelares en los procesos declarativos de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, indicando que podrán solicitarse antes de la notificación 
del auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de 
parte debidamente sustentada; solicitud a la cual, si es del caso, accederá el juez o 
magistrado por medio de providencia motivada a fin de proteger provisionalmente 
el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, sin que tal decisión signifique 
un prejuzgamiento.  
 
A su vez, el artículo 230 de la misma codificación procesal, indica que las medidas 
cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión; 
bajo el supuesto de que guarden relación directa y necesaria con las pretensiones 
de la demanda.  
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Entre las posibles medidas que el juez puede decretar, sea una o varias, el artículo 
230 de la Ley 1437 de 2011, enuncia:  
 

«1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se 
encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere posible.  
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no 
exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción 
y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado Ponente indicará 
las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte demandada para 
que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo.  
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o demolición 
de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus 
efectos.  
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso obligaciones 
de hacer o no hacer.» 

 

Ahora, vemos que el actor impetra como medida cautelar que sea ordenado a la 
Policía Nacional, reintegrarlo, de acuerdo al acto administrativo contenido en la 
Resolución número 01049 del 25 de abril de 2022, por medio de la cual se brinda la 
posibilidad al personal retirado de la institución a reincorporarse nuevamente al 
servicio, previa verificación de ciertos requisitos.  
 
Refiriéndonos específicamente a la medida cautelar de suspensión provisional de 
los efectos del acto administrativo demandado, el artículo 238 de la Constitución 
Política Nacional consagra que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que 
establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de 
impugnación por vía judicial.  
 
Ahora bien, el artículo 231 del CPACA consagra los requisitos para que procedan 
tales medidas, diferenciando unas de otras, pues, depende de la medida preliminar 
que se vaya a adoptar, particularmente, en los casos que se piden medidas 
diferentes a la suspensión provisional de los actos controvertidos. 
 

 «Artículo 231. Requisitos para Decretar las Medidas Cautelares. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 
procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud 
que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas 
o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se 
pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.  
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los 
siguientes requisitos:  
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho.  
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados.  
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3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos 
y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de 
intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar 
que concederla.  
 
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: a) Que al no 
otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o b) Que existan serios 
motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia 
serían nugatorios». (Subrayado fuera de texto) 

 
El Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Primera, con 
ponencia del magistrado Guillermo Vargas Ayala, expediente No. 11001-03-24-000-
2015-00367-00, actor: Procuraduría General de la Nación, Demandado: Ministerio 
del Interior- Ministerio de Justicia y del Derecho, en providencia del 10 de marzo de 
2010, respecto a la procedencia de la medida cautelar precisó:  

«(…)  
 
como la jurisprudencia ha resaltado, se trata de “una reforma sustancia, si se tiene en 
cuenta que (…) habilita al Juez a realizar un estudio no simplemente superficial de la 
solicitud de la medida, sino que incluye la apreciación de las pruebas aportadas al 
efecto”. Esto, por cuanto en el marco de la nueva normatividad establecida en el 
CPACA, para la suspensión provisional se prescindió de la “manifiesta infracción” 
hasta allí vigente, lo cual se ha interpretado en el sentido que la “nueva normativa 
presenta una variación significativa en la regulación de esta figura, por cuanto la 
norma obliga al Juez administrativo a realizar el análisis entre el acto y las normas 
invocadas como transgredidas y a estudiar las pruebas allegadas con la solicitud4. 
 
En este sentido se observa que, para que se decrete la suspensión provisional de los 
efectos de un acto administrativo resulta necesario que, del análisis realizado por el 
Juez, se concluya que existe violación a las normas invocadas en la demanda o en el 
escrito contentivo de la solicitud. 
(…)». 

 

De lo anterior, se colige que se podrá decretar la suspensión provisional de los 
efectos de un acto administrativo, cuando el Juez luego de analizar el acto, las 
normas deprecadas como vulneradas y el material probatorio aportado por la parte 
actora, denote una violación al ordenamiento jurídico. 
 
Por consiguiente, el operador jurídico deberá tener en cuenta los hechos en que se 
sustenta la solicitud, los fundamentos de derecho contenidos en el líbelo 
demandatorio y las pruebas allegadas con este, en consideración a que la medida 
solicitada tiene relación directa y necesaria con las pretensiones de la demanda, 
razón por la cual, se deben observar en conjunto, sin perjuicio de la conclusión a la 
que se llegue una vez se culmine el debate probatorio y se profiera la sentencia que 
ponga fin al proceso. 
 
Recientemente, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, Magistrada Ponente Doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez, en 
providencia del 7 de febrero de 2019, expediente No. 05001-23-33-000-2018-
00976-01 (5418-2018) dentro de una -Acción de Lesividad- promovida por 
Colpensiones contra la señora Mercedes Judith Zuluaga Londoño, al referirse sobre 
las medidas cautelares en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, realizó 
un estudio pormenorizado sobre la interpretación de los artículos 229 a 233 de la 
Ley 1437 de 2011 e indicó, cuáles son los requisitos de procedencia, generales o 

                                                
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección primera, auto del 3 de diciembre de 2012, 
Rad No. 11001-03-24-000-2012-00290-00. M.P. Guillermo Vargas Ayala. 
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comunes de índole formal y material para su decreto; hizo alusión a los requisitos 
de procedencia específicos de la Suspensión Provisional de los efectos del acto 
administrativo y extendió su análisis a prefijar los requisitos de procedencia 
específicos para las demás medidas cautelares diferentes a la suspensión 
provisional de los efectos del acto administrativo. 

 
4.2. Caso concreto 
 
Descendiendo al caso sub examine, se tiene que la parte demandante pretende se 
decrete la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo contenido en la Resolución número 01790 del 16 de julio de 2020, 
mediante el cual se decidió retirar del servicio activo de la Policía Nacional al señor 
John Jairo Duarte Castro por llamamiento a calificar servicios. 
 
Como sustento de la solicitud, se indica que el referido acto fue expedido sin 
haberse dado a conocer los motivos o causas en las cuales se fundó dicha decisión, 
violándose sus derechos fundamentales al debido proceso, derecho de defensa y 
contradicción, desconociéndose así mismo los principios a la publicidad y a la 
motivación de los actos administrativos, entre otros de carácter fundamental, como 
el derecho a la igualdad, integridad personal y emocional a fin de resguardar su 
dignidad humana. 
 
Respecto a la finalidad de las medidas cautelares, el Honorable Consejo de Estado, 
mediante providencia del 10 de mayo de 20185 manifestó: 
 

«Como un aspecto novedoso, el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 consagró la 
facultad, en cabeza del juez de lo contencioso administrativo, para decretar las 
medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. 
 
A diferencia del Decreto-Ley 01 de 1984 derogado, la nueva normatividad establece 
expresamente la finalidad de tales medidas cautelares, cuales son, la necesidad de 
garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, superando de esta 
forma la concepción tradicional de mera garantía de control de la legalidad de las 
actuaciones de la Administración, tal y como se circunscribió en su momento la única 
de aquéllas: la suspensión provisional. Ello, sin duda alguna, repercute 
favorablemente en la búsqueda de la materialización del denominado derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva». (Subrayado fuera de texto) 

 

Ahora bien, revisada la solicitud de medida cautelar, advierte el Despacho que la 
parte demandante no indicó argumentos concretos, específicos y suficientes, 
destinados a la prosperidad de dicha solicitud, pues al sustentar la misma, se limita 
a manifestar que el acto acusado fue expedido sin haberse dado a conocer los 
motivos o causas en las cuales se fundó dicha decisión, violándose de esta manera 
sus derechos fundamentales al debido proceso, derecho de defensa y 
contradicción, y desconociendo los principios a la publicidad y a la motivación de los 
actos administrativos, como el derecho a la igualdad, integridad personal y 
emocional a fin de resguardar su dignidad humana. 
 
Es así que, al contrastar el acto administrativo acusado6 con las normas superiores 
invocadas como violadas en la solicitud de medida cautelar- artículos 13 y 29 de la 

                                                
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección quinta. consejero ponente: Rocío Araújo 
Oñate. Bogotá, D.C., diez (10) de mayo de dos mil dieciocho (2018), radicación número: 11001-03-28-000-2018-
00012- 00.  
6 Carpeta «CuadernoMedidaCautelar» documento PDF «01EscritoMedida» del expediente digital, págs. 61 a 

67. 
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Constitución Política, no se evidencia la violación a esa normativa alegada por la 
parte actora.  
 
Por ende, el Despacho estima que la parte actora debía sustentar de manera 
específica, concreta y suficiente, los motivos por los cuales pretendía se decretara 
la medida provisional. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha sido enfático en señalar que se requiere de 
parte del actor sustentar debidamente su solicitud, por tanto, resulta útil remitirnos 
al pronunciamiento de fecha 23 de noviembre de 20157, en el cual se precisó: 
 

«3.3.3.- Visto tal contexto, el Despacho observa que no están presentes los 
requisitos señalados en los articulo 229 y 231 del CPACA., para que sea procedente 
el decreto de la suspensión provisional solicitada, toda vez que no se sustentó en la 
forma en que lo ordena la citada disposición, omisión ésta que hace imposible 
efectuar la comparación normativa para deducir de ella la medida cautelar que nos 
ocupa.  
 
La exigencia de sustentar en forma expresa y concreta la referida solicitud se explica 
por su propia naturaleza, dado que constituye una excepción al principio de legalidad 
de los actos administrativos y al carácter ejecutorio de los mismos. 
 
Ha sido criterio reiterado de esta Corporación señalar que para la prosperidad de la 
suspensión provisional deben indicarse en forma precisa y concreta las 
disposiciones que se consideran manifiestamente infringidas por el acto acusado y 
expresar el concepto de su violación, sin que sea suficiente para el efecto solicitar 
simplemente el decreto de la medida como lo hace el actor, sin explicar cuál es la 
razón normativa para que se acceda a ello. Resulta altamente útil traer a colación el 
análisis que hizo el Despacho en auto del 21 de octubre de 2013 expedido en el 
proceso número 11001 0324 000 2012 00317 00, en el cual se abordó el tema en 
un asunto semejante:  
 
En efecto, el requisito consistente en la sustentación de la medida cautelar no se 
encuentra en el artículo 231 del CPACA que trae a colación el recurrente, sino en el 
artículo 229 ejusdem cuyo contenido y alcance fueron explicados en el auto 
recurrido. Con todo, esta disposición advierte que las medidas cautelares, dentro de 
las que se encuentra la suspensión provisional, pueden ser decretadas a solicitud 
de parte debidamente sustentada, lo que equivale a decir que la solicitud debe ser 
suficientemente argumentada por quien la solicite. 

 
Cosa distinta es que en la demanda se indiquen las normas violadas y el concepto 
de la violación, ya que esto comporta uno de los requisitos exigidos para este tipo 
de líbelos según lo dispone el artículo 162 numeral 4 del CPACA, requisito que no 
puede confundirse con el establecido en el comentado artículo 229.  
 
En el mismo sentido, el alcance de la expresión “procederá por violación de las 
disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 
separado” contenida en artículo 231 Ibídem, se encuentra dirigida a explicar que la 
solicitud de suspensión provisional puede ser presentada en el líbelo introductorio o 
en un escrito aparate, y no a que la sustentación de la medida cautelar quede suplida 
con el concepto de violación de las normas indicadas en la demanda, dado que, se 
reitera, se trata de dos requisitos distintos para fines procesales disímiles: uno, el 
que se refiere a fundamentar jurídicamente la pretensión de nulidad del acto, el otro, 
a explicar las razones por las cuales el acto debe ser suspendido provisionalmente.  

                                                
7 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. M.P. Guillermo Vargas Ayala. 
Bogotá, D.C., Veintitrés (23) de noviembre de dos mil quince (2015), Radicación Número: 11001-03-24-000-
2015- 00388-00. Actor: Gloria Inés García coronel. Demandado: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo - 
Ministerio de Salud y Protección Social. 
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Lo anterior no quiere decir que los argumentos para cada uno de los fines procesales 
mencionados puedan coincidir, es más, si lo deseado por la actora era que el 
concepto de violación expuesto en la demanda sirviera de fundamento de la solicitud 
de suspensión provisional así debió expresarlo, máxime si se tiene en cuenta que 
en el escrito de la demanda dedicó un capítulo aparte a la suspensión provisional 
dentro del cual inscribió un subtítulo denominado “FUNDAMENTO DE LA PETICIÓN 
DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL”, que fue al que se atuvo este Despacho para 
resolver la medida. 
 
 En otras palabras, la actora en su demanda dedicó un capítulo para sustentar la 
medida cautelar, a esa sustentación se remitieron la entidad demandada y el 
Despacho para descorrer el traslado y resolver la medida, sin embargo, ahora, 
viendo que esa sustentación en varios de sus apartes fue insuficiente, pretende que 
se tengan como tales los argumentos que utilizó para otros fines procesales.  
 
Finalmente, sobre este punto, debe ponerse de relieve que la sustentación de la 
solicitud de suspensión provisional no constituye un exceso ritual, se trata de la 
observancia de una carga procesal en cabeza de la actora cuyo cumplimiento es el 
deber constitucional de colaboración para el buen funcionamiento de la 
administración de justicia y a su vez la carga que exige la ley para que, entre otras, 
se garantice el derecho de defensa de la entidad que expidió el acto.  
 
A propósito del derecho de defensa de la entidad demandada, no se puede perder 
de vista que la nueva codificación trajo consigo la obligación de correr traslado a la 
parte demandada de la solicitud de suspensión, en ese orden, la carga impuesta 
para que se sustente la medida también se encuentra dirigida a que la entidad que 
profirió el acto conozca a ciencia cierta las razones esgrimidas por el actor para 
poder ejercer eficientemente su derecho de defensa. En ese contexto, no puede 
tenerse como sustentación de la medida cautelar la sola afirmación de que el acto 
administrativo desconoce normas de rango superior». (Negrillas fuera de texto). 

 
No obstante, considera el Despacho importante hacer un estudio frente a la solicitud 
de suspensión, en lo relativo a los requisitos adicionales del artículo 231 del CPACA, 
encuadrados en la real causación de un perjuicio irremediable y que existan serios 
motivos para considerar que de no otorgarse la medida de los efectos de la 
sentencia serían nugatorios. 
 
Al analizar la solicitud de medida cautelar tales requisitos no se sustentan, y al 
analizar el expediente vemos que no se acreditan esas circunstancias, pues la parte 
actora no demostró que la medida cautelar fuera urgente para conjurar o evitar la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable que ameritara suspender los efectos del acto 
administrativo contenido en la Resolución número 01790 del 16 de julio de 2020 
expedida por el Director General de la Policía Nacional.  
 
Por tanto, se advierte por parte del Despacho que no se encuentran probados los 
presupuestos antes mencionados, como son la existencia de un perjuicio 
irremediable y la posibilidad de concretarse unos efectos nugatorios de la sentencia, 
en caso de negarse la medida, pues la parte demandante no aporta prueba sumaria 
respecto a los perjuicios causados, requisito necesario cuando se pretende un 
restablecimiento del derecho e indemnización de perjuicios ni documentos, 
informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir a este Despacho 
que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 
concederla, conforme lo normado en el artículo 231 del CPACA. 
 
En consecuencia, en el presente asunto no se cumplen los requisitos legales para 
la procedencia de la medida cautelar impetrada, por tanto, esta se denegará. 
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Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
ÚNICO: NEGAR la medida cautelar solicitada por el demandante consistente en la 
suspensión provisional de los efectos de la Resolución número 01790 del 16 de julio 
de 2020, de conformidad con lo expuesto en esta providencia. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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Tatiana  Angarita Peñaranda
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00068-00 

ACCIONANTE: ALBA ROSA ARÉVALO NAVARRO 

ACCIONADA: MUNICIPIO DE ÁBREGO 

ASUNTO: AUTO RESUELVE MEDIDA CAUTELAR 
  

Procede el Despacho a resolver la solicitud de medida cautelar presentada por la 
señora ALBA ROSA ARÉVALO NAVARRO, en calidad de demandante dentro del 
proceso de la referencia, que cursa contra del MUNICIPIO DE ÁBREGO.  
 

I. ANTECEDENTES 
 
1.1. Solicitud de medida cautelar   
 
La parte demandante presenta solicitud de medida cautelar consistente en el 
reintegro de la señora Alba Rosa Arévalo Navarro al cargo que venía ocupando o a 
otro de igual o mayor categoría, hasta que se profiera una sentencia y se dé por 
terminado el proceso, así como el pago de los salarios dejados de percibir desde su 
despido hasta la fecha en que sea reintegrada, sumado al pago de las prestaciones 
laborales causadas. 
 
Lo anterior, al manifestar que fue nombrada en el Municipio de Ábrego mediante 
Decreto 036 del 2 de abril de 2004, en el cargo de Auxiliar de Servicios Generales, 
hasta el 6 de febrero de 2008, fecha en la que fue desvinculada mediante Decreto 
014 del 1 de febrero de 2008, siendo reintegrada en razón de una sentencia 
proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Cúcuta, emitiéndose 
en cumplimiento del fallo el Decreto 102 del 25 de agosto de 2016.  
 
Expone que, su cargo fue ofertado en concurso de méritos, sin embargo, no logró 
el puntaje requerido para ser acreedora de este, debido a su nivel de escolaridad.  
 
Señala que, mediante Resolución 697 del 15 de octubre de 2020, el Municipio de 
Ábrego resolvió declarar la insubsistencia de la señora Alba Rosa Arévalo Navarro, 
advirtiéndose en el acto administrativo que se nombró a la señora Marlene Vergel 
Barbosa, quien ocupó el segundo lugar en la lista de elegibles para el cargo de 
Auxiliar Administrativo, Código 407, Grado 6.  
 
Expone que fue desvinculada del ente territorial en época de pandemia, además, 
advierte que es madre cabeza de familia, su cónyuge sufrió un accidente 
cerebrovascular, dejándolo en una incapacidad total, sumado a que padece artrosis 
reumatoide crónica y degenerativa.  
 
Manifiesta que fue despedida con 57 años de edad, sin haber completado el tiempo 
necesario para ser acreedora de una pensión de vejez, sumado a que por su edad 
le queda difícil buscar un nuevo empleo. Añade que sufre de problemas en la 
columna. 
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Indica que la Resolución 697 del 15 de octubre de 2020 se contrapone a los artículos 
25, 29, 42, 43, 48, 49, 53 y 122 de la Constitución Política, así como el Decreto 491 
de 2020. 
 
1.2. Trámite procesal 
 
Mediante auto del 12 de agosto de 20221, se ordenó notificar el escrito de la medida 
cautelar al Municipio de Ábrego, corriéndose traslado de esta por el término de 5 
días. 
 
1.3. De lo manifestado por la entidad demandada 
 
No realizó pronunciamiento alguno.  
 

II. CONSIDERACIONES  
 

2.1. Fundamento legal y jurisprudencial de las medidas cautelares 

 
El capítulo XI del título V de la parte segunda del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, contiene las disposiciones 
relativas a las medidas cautelares que pueden ser decretadas en los procesos 
declarativos, así como su contenido, alcance, requisitos y el procedimiento para su 
adopción. 
 

El artículo 229 ibídem consagra que “podrá el juez o magistrado ponente decretar, 
en providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para 
proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la 
sentencia” decisión que no implica prejuzgamiento. 
 

Las medidas cautelares -según el artículo 230 de la misma norma- pueden ser 
preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión2 y deberán tener relación 
directa y necesaria con las pretensiones de la demanda, y se podrán decretar una 
o varias, como las siguientes:  
 

1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca el estado en que se 
encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere posible. 

2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual.  

3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, la realización o demolición de 

una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus 
efectos. 

5. Impartir órdenes o imponer a cualquiera de las partes obligaciones de hacer o no 
hacer. 

 
Como requisitos para el decreto de las medidas cautelares, el artículo 231 de la Ley 
1437 de 2011 señala lo siguiente:  
 

«Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 

                                                
1 Archivo PDF número «02CorreTrasladoMedida» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del expediente digital. 
2 Al respecto de los tipos de medidas que se pueden adoptar y para dar mayor claridad a lo que es objeto de 
estudio se trae a colación un extracto de la sentencia de fecha 21 de mayo de 2014, en el que fuera ponente la 
Doctora Carmen Teresa Ortos, así: “Las medidas cautelares preventivas tienen por finalidad evitar que se 
configure un perjuicio o se vulneren los derechos del demandante. A su turno, las medidas conservativas buscan 
preservar la situación previa al conflicto hasta que se profiera la sentencia. Finalmente, las medidas 
anticipativas, que adelantan algunos efectos de la sentencia, buscan restablecer la situación al estado en el que 
se encontraba antes de que ocurriera la conducta amenazante o vulnerante.” 
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procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud 
que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas 
o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se 
pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.  
   
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los 
siguientes requisitos:  
   
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho.  
   
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados.  
   
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos 
y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de 
intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar 
que concederla.  
   
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  
   
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o  
   
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios». 

 

De igual manera, nuestro órgano de cierre se ha pronunciado acerca de la solicitud 
de medidas cautelares, por lo que se trae a colación el auto de fecha 14 de mayo 
de 2015, dictado por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Consejo de Estado, en el que fuera ponente el doctor Hugo Fernando Bastidas 
Barcenas, en esa oportunidad la citada Corporación precisó:  
 

«El artículo 238 de la Constitución Política dispone que la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo puede suspender provisionalmente los efectos de los 
actos administrativos susceptibles de ser impugnados por vía judicial, por los motivos 
y por los requisitos que establece la ley. La Constitución no distingue si la medida de 
suspensión provisional solo cabría contra los actos administrativos de contenido 
particular y no contra los actos generales o normativos, conocidos comúnmente como 
reglamentos, y que son de naturaleza diferente de los primeros. Como la norma no 
distingue, el intérprete tampoco. En consecuencia, la suspensión provisional puede 
recaer frente a cualquier clase de actos. En concordancia con la norma constitucional 
citada, el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 establece que el juez o magistrado 
ponente, a petición de parte, debidamente sustentada, puede decretar no solamente 
la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos sino las medidas 
cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el 
objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. Entre las medidas cautelares que 
pueden ser decretadas por el juez o el magistrado ponente, el artículo 230 de la Ley 
1437 de 2011 prevé la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo 
demandado, pero también prevé la medida cautelar de decretar la suspensión de una 
actuación o procedimiento administrativo, inclusive de carácter contractual, medida 
ésta un tanto diferente a la suspensión del acto propiamente dicha. El artículo 231 de 
la Ley 1437 de 2011 señala que la suspensión provisional de los efectos de un acto 
administrativo procede por la violación de las normas invocadas como violadas en la 
demanda o en la solicitud que se presente en escrito separado, cuando tal violación 
surja del análisis del acto administrativo y de su confrontación con las normas 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Dicho 
de otra manera, la medida cautelar procede cuando la transgresión de las normas 
invocadas como violadas surja: i) del análisis del acto demandado y de su 
confrontación con las normas superiores que se alegan como violadas o ii) del estudio 
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de las pruebas allegadas con la solicitud. De modo que la suspensión provisional de 
los efectos del acto administrativo está atada a un examen de legalidad o de 
constitucionalidad que el juez debe hacer para anticipar de alguna manera un caso 
de violación de norma superior por parte del acto acusado. En cambio, la medida de 
suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual, no necesariamente está atada o vinculada a la consideración a priori de 
que ese procedimiento o esa actuación devienen de un acto ilegal o inconstitucional. 
Podría ser que la medida simplemente sirva para precaver la efectividad de la 
sentencia que posteriormente se dicte y, de contera, los derechos e intereses 
involucrados en el respectivo proceso judicial. De ahí que el artículo 231 diga que 
las medidas cautelares diferentes a la suspensión provisional deben sopesarse aún 
en aras del interés público y que siempre deberán concederse cuando existan serios 
motivos para considerar que, de no otorgase, los efectos de la sentencia serían 
nugatorios. Según lo expuesto, el juez está en condiciones de ponderar si opta por la 
tradicional suspensión provisional de los actos jurídicos demandados o por otras 
medidas cautelares diferentes. En relación con la sustentación de la petición, esta 
Corporación ha precisado que «la medida cautelar se debe solicitar (no es oficiosa), 
ya con fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o ya en lo que 
el demandante sustente al respecto en escrito separado. Exige que la petición 
contenga una sustentación específica y propia para la procedencia de la 
medida excepcional, o una expresa remisión a que el apoyo de la medida se soporta 
en el mismo concepto de violación». 

 

Dentro de la providencia precedente se establece la necesidad de efectuar unos 
análisis, tales como, i) que la medida cautelar se haya solicitado en escrito aparte, 
ii) la identificación de los actos administrativos objeto de medida cautelar, iii) las 
causales invocadas en la solicitud de la suspensión provisional, entre las cuales se 
aprecia el capítulo de la demanda relativo a las normas violadas y el concepto de 
violación y iv) la confrontación del acto con la norma acusada. 
 
Por otra parte, resulta de interés citar la sentencia SU- 913 de 2009, proferida por 
la Honorable Corte Constitucional, la cual refiere los elementos que deben estar 
presentes al momento de estimar conveniente emitir una orden amparada en una 
medida cautelar: 
 

«(…) En tanto se analizaron dos de los más importantes principios que rigen la 
práctica de medidas cautelares, para efecto de garantizar un justo término de 
equidad en el proceso. Estos son: el periculum in mora y el fumus boni iuris, los 
cuales deben aparecer de forma concurrente para asegurar la proporcionalidad y 
congruencia de la medida. El primero, periculum in mora, tiene que ver con el 
riesgo de que al no adoptarse la medida cautelar sobrevenga un perjuicio o daño 
mayor del que se expone en la demanda, que de no precaverse, transforme en 
tardío el fallo definitivo. Tiene igualmente que ver con un temor fundado de que el 
derecho se frustre o sufra menoscabo durante la sustanciación del proceso. El 
segundo, fumus boni iuris, aduce a un principio de veracidad en cuanto a la 
afectación del derecho invocado como fundamento de la pretensión principal. 
Estos dos principios, asegura la doctrina, deben operar de manera concurrente, al 
punto que la falta de uno de estos elementos, debe dar lugar a que: i. se rechace 
la medida cautelar ó ii. se otorgue la medida pero de manera limitada». 

      

Del aparte transcrito se resaltan dos principios importantes que rigen la práctica de 
medidas cautelares, tales como el periculum in mora (peligro en la mora) y el fumus 
boni iuris -humo de buen derecho (literal) y/o apariencia exterior de derecho 
(semántico). 
 
2.2 Individualización del acto sobre el cual recae la solicitud 
 
Los actos administrativos sobre los cuales la parte demandante pretende operen la 
medida cautelar de suspensión provisional, son: la Resolución 697 del 15 de octubre 
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de 20203, por medio del cual se declaró insubsistente a la señora Alva Rosa Arévalo 
Navarro; y el Oficio del 17 de noviembre 2020, mediante el cual se confirmó la 
Resolución 697 del 15 de octubre de 20204. 
 
2.3. Pruebas aportadas  
 
De las pruebas aportadas al proceso se tiene que:  
 

- La señora Alba Rosa Arévalo Navarro tiene 58 años de edad5.  
 

- Mediante Decreto número 034 del 2 de abril de 2004, «POR MEDIO DEL 
CUAL SE HACE UN NOMBRAMIENTO», el municipio de Ábrego designó en 
el cargo de Auxiliar de Servicios Generales a la Señora Alba Rosa Arévalo 
Navarro, en remplazo de la señora Ilba Rosa Gómez Ortiz6. 

 
- A través de Decreto numero 014 del 1 de febrero de 2008, «POR MEDIO 

DEL CUAL SE DECLARA INSUBSISTENTE A UN FUNCIONARIO», el 
Municipio de Ábrego declaró insubsistente a la señora Alba Rosa Arévalo 
Navarro, nombrando al señor Luis Antonio Álvarez Casadiegos7.  
 

- Con Decreto número 102 del 25 de agosto de 2016, «POR MEDIO DEL 
CUAL SE CREA UN CARGO EN LA PLANTA DE CARGOS DE LA 
ALCALDÍA MUNICIPAL DE ÁBREGO EN CUMPLIMIENTO A LA 
SENTENCIA JUDICIAL PROFERIDA POR EL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE DESCONGESTIÓN 01 DE NORTE DE 
SANTANDER» el Municipio de Ocaña creó en la planta de cargo del 
Municipio de Ábrego Norte de Santander, con carácter de carrera 
administrativa el siguiente cargo denominado auxiliar administrativo, nivel 
jerárquico 407, grado 02, con asignación básica $774.2038.  

 

- El 1 de septiembre de 2016, la señora Alba Rosa Arévalo Navarro tomó 
posesión en el cargo de Auxiliar Administrativo, en cumplimiento del Decreto 
102 de fecha 25 de agosto de 20169.   

 

- En Resolución número 339 del 29 de mayo de 2018, «POR LA CUAL SE 
CONCEDE VACACIONES A UN EMPLEADO DEL MUNICIPIO DE 
ÁBREGO», el Municipio de Ábrego reconoció vacaciones a la señora Alba 
Rosa Arévalo Navarro10. 

 

- Mediante Resolución número 748 del 18 de octubre de 2019, «POR MEDIO 
DE LA CUAL SE REALIZA UN TRASLADO TRANSITORIO EN LA PLANTA 
DE PERSONAL», el Municipio de Ábrego ordenó a la señora Alba Rosa 
Arévalo Navarro realizar sus labores en el horario comprendido 8:00 A.M. a 
12 M y 2:00 P.M. a 6:00 P.M.11.  

 

                                                
3 Págs. 24 a 27 del archivo pdf denominado «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del 
expediente digital.  
4 Pág. 14 del archivo pdf denominado «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del expediente 
digital. 
5 Pág. 14 del archivo pdf. «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del expediente digital. 
6 Pág. 14 del archivo pdf. «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del expediente digital. 
7 Pág. 23 del archivo pdf. «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del expediente digital. 
8 Págs. 6 a 10 del archivo pdf. «1. PRUEBAS» de la carpeta «ANEXOS CONTESTACION PRUEBAS» del expediente digital.  
9 Pág. 21 del archivo pdf. «1. PRUEBAS» de la carpeta «ANEXOS CONTESTACION PRUEBAS» del expediente digital. 
10 Págs. 143 a 144 del archivo pdf. «1. PRUEBAS» de la carpeta «ANEXOS CONTESTACION PRUEBAS» del expediente 
digital. 
11 Págs. 119 a 120 del archivo pdf. «1. PRUEBAS» de la carpeta «ANEXOS CONTESTACION PRUEBAS» del expediente 
digital. 
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-  A través de Resolución número 697 del 15 de octubre de 2020, «POR 
MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA UNA INSUBSISTENCIA», el Municipio 
de Ábrego declaró insubsistente a la señora Alba Rosa Arévalo Navarro12.  

 

- La actora presentó recurso de reposición en contra de la Resolución número 
697 del 15 de octubre de 2020, el cual fue resuelto mediante Oficio del 17 de 
noviembre de 2020, confirmando en su totalidad la referida resolución13.  

 

- Según certificado emitido por la Sanamedic IPS, el señor José del Rosario 
Sánchez Vergel, cónyuge de la señora Alba Rosa Arévalo Navarro es 
dependiente total, con ocasión de las patologías «SECUELAS DE OTRAS 
ENFERMEDADES CEREBROVASCULARES, PRESENCIA DE 
ANGIOPLASTIA INJERTOS Y PRÓTESIS CARDIOVASCULAR, 
CARDIOPATÍA ISQUÉMICA, ARTRITIS REUMATOIDE SEOPOSITIVA»14.   

 
4.3. Caso concreto 
 
Descendiendo al caso sub examine, se tiene que la señora Alba Rosa Arévalo 
Navarro, por intermedio de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 del CPACA, solicitó la 
declaratoria de nulidad de los actos administrativos contenidos en la Resolución 697 
del 15 de octubre de 2020, por medio del cual el Municipio de Ábrego declaró la 
insubsistencia de la demandante del cargo de Auxiliar Administrativo, Código 407, 
Grado 6, así como el Oficio del 17 de noviembre 2020, mediante el cual se confirmó 
la Resolución 697 del 15 de octubre de 2020.  
 
Cuestionó el acto administrativo, indicando que la Resolución 697 del 15 de octubre 
de 2020, se contrapone a los artículos 25, 29, 42, 43, 48, 49, 53 y 122 de la 
Constitución Política, así como el Decreto 491 de 2020, aunado, a que actualmente 
tiene 57 años y aún le falta el tiempo necesario para ser acreedora de una pensión 
de vejez. Sostiene que presenta quebrantos de salud, es madre cabeza de hogar, 
pues debe responder por su cónyuge quien es dependiente total de ella, en razón a 
un accidente cardiovascular, situaciones que no fueron valoradas por el Municipio 
de Ábrego al momento de expedir la Resolución que dio por culminada su 
vinculación, al nombrarse en periodo de prueba en el cargo que ella ocupaba a la 
segunda de la lista de elegibles del proceso de selección No. 779 del 2018 
Convocatoria Territorial Norte de Santander.  
 
En razón a lo anterior, solicitó como medida cautelar el reintegro al cargo que venía 
ocupando o a otro de igual o mayor categoría, hasta que se profiera una sentencia 
y se dé por terminado el proceso, así como el pago de los salarios dejados de 
percibir desde su despido hasta la fecha en que sea reintegrada, sumado al pago 
de las prestaciones laborales causadas. 
 
Por su parte, el Municipio de Ábrego no presentó pronunciamiento alguno.  
 
Ahora, el Despacho considera necesario para el estudio de la presente medida 
cautelar, realizar un análisis de los hechos que se encuentran debidamente 
probados en el plenario, esto es:  
 

1. La señora Alba Rosa Arévalo Navarro tiene 58 años de edad.  

                                                
12 Págs. 24 a 27 del archivo pdf denominado «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del 
expediente digital. 
13 Págs. 28 a 39 del archivo pdf denominado «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del 
expediente digital. 
14 Pág. 45 del archivo pdf denominado «01EscritoDemanda» de la carpeta «CUADERNO MEDIDA CAUTELAR» del 
expediente digital. 
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2. Mediante Decreto número 034 del 2 de abril de 2004, «POR MEDIO DEL 

CUAL SE HACE UN NOMBRAMIENTO», el municipio de Ábrego designó en 
el cargo de Auxiliar de Servicios Generales a la Señora Alba Rosa Arévalo 
Navarro, en remplazo de la señora Ilba Rosa Gómez Ortiz. 

 
3. A través de Resolución número 697 del 15 de octubre de 2020, «POR MEDIO 

DE LA CUAL SE DECLARA UNA INSUBSISTENCIA», el Municipio de 
Ábrego declaró insubsistente a la señora Alba Rosa Arévalo Navarro.  

 

4. La actora presentó recurso de reposición en contra de la Resolución número 
697 del 15 de octubre de 2020, el cual fue resuelto mediante oficio del 17 de 
noviembre de 2020, confirmando en su totalidad la referida resolución.  

 

5. Según certificado emitido por la Sanamedic IPS, el señor José del Rosario 
Sánchez Vergel, cónyuge de la señora Alba Rosa Arévalo Navarro es 
dependiente total, con ocasión de las patologías «SECUELAS DE OTRAS 
ENFERMEDADES CEREBROVASCULARES, PRESENCIA DE 
ANGIOPLASTIA INJERTOS Y PRÓTESIS CARDIOVASCULAR, 
CARDIOPATÍA ISQUÉMICA, ARTRITIS REUMATOIDE SEOPOSITIVA».   

 
Ahora bien, se precisa que, de conformidad con el artículo 125 de la Constitución 
Política, el mérito es el factor preponderante para el acceso al empleo público y se 
materializa a través del mecanismo del concurso público, que persigue la selección 
de personal basada en la evaluación de la capacidad e idoneidad de los aspirantes 
para que los cargos sean atendidos por los más aptos y capaces.  
 
En armonía con el artículo constitucional citado, el artículo 156 de la Ley 270 de 
1996 establece que, «la carrera judicial se basa en el carácter profesional de funcionarios 
y empleados, en la eficacia de su gestión, en la garantía de igualdad en las posibilidades 
de acceso a la función para todos los ciudadanos aptos al efecto y en la consideración del 
mérito como fundamento principal para el ingreso, la permanencia y la promoción en el 
servicio». 
 
Así, la provisión de cargos a través de concurso de mérito, ha sido considerado por 
la Corte Constitucional como un «derecho constitucionalmente prevalente»15, del 
ganador de un concurso de méritos al acceso al empleo público, incluso si con 
ocasión a su ingreso se da por terminada la relación laboral de un sujeto de especial 
protección constitucional. 
 
No obstante, si bien la carrera administrativa prima sobre la provisionalidad, antes 
de efectuar los respectivos nombramientos en período de prueba y retirar del 
servicio a los provisionales, la entidad deberá tener en cuenta, si estas personas 
presentan alguna condición especial. Al respecto, el Decreto 1083 del 201516, en su 
artículo 2.2.5.3.2., dispuso:  
 

«ARTÍCULO 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los empleos de 
carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en 
cuenta el siguiente orden: 
(…)  
PARÁGRAFO 2. Cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un 
proceso de selección esté conformada por un número menor de aspirantes al de 
empleos ofertados a proveer, la administración, antes de efectuar los respectivos 

                                                
15 Corte Constitucional, Sala Plena, 16 de noviembre de 2010, SU-917 de 2010, MP Jorge Iván Palacio Palacio. 
16 «Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función Pública». 
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nombramientos en período de prueba y retirar del servicio a los provisionales, deberá 
tener en cuenta el siguiente orden de protección generado por: 

1. Enfermedad catastrófica o algún tipo de discapacidad. 

2. Acreditar la condición de padre o madre cabeza de familia en los términos 
señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

3. Ostentar la condición de prepensionados en los términos señalados en las normas 
vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

4. Tener la condición de empleado amparado con fuero sindical». (subraya fuera del 
texto).  

Descendiendo al caso particular, revisadas las pruebas aportadas al plenario, el 
Despacho advierte que la actora en esta etapa del proceso no acredita una situación 
especial que debió ser evaluada por el Municipio de Ábrego antes de emitirse el 
acto administrativo que culminó su relación laboral, pues si bien, indica que su 
cónyuge es dependiente total, esto no acredita que ostente la calidad de madre 
cabeza de hogar, pues al tenor de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 2 en la 
Ley 1232 de 200817, para «la condición de Mujer Cabeza de Familia y la cesación 
de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser 
declarada ante notario por cada una de ellas, expresando las circunstancias básicas 
del respectivo caso y sin que por este concepto se causen emolumentos notariales 
a su cargo». 
 
Sumado a lo anterior, confrontada la legalidad de los actos demandados con lo 
dispuesto en el artículo 14 del Decreto 491 de 202018 -norma que se invoca como 
vulnerada-, el cual señala:  
 

«ARTICULO 14. Aplazamiento de los procesos de selección en curso. Hasta 
tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social, para garantizar la participación en los concursos sin 
discriminación de ninguna índole, evitar el contacto entre las personas y propiciar el 
distanciamiento social, se aplazaran los procesos de selección que actualmente se 
estén adelantando para proveer empleos de carrera del régimen general, especial 
constitucional o especifico, que se encuentren en la etapa de reclutamiento o de 
aplicación de pruebas. 

Las autoridades competentes deberán reanudar dichos procesos una vez se supere 
la Emergencia Sanitaria. 

En el evento en que el proceso de selección tenga listas de elegibles en firme se 
efectuaran los nombramientos y las posesiones en los términos y condiciones 
señalados en la normatividad vigente aplicable a la materia. La notificación del 
nombramiento y el acto de posesión se podrán realizar haciendo uso de medios 
electrónicos. Durante el periodo que dure la Emergencia Sanitaria estos servidores 
públicos estarán en etapa de inducción y el periodo de prueba iniciara una vez se 
supere dicha Emergencia». 

Se colige del texto normativo transcrito que, se aplazarían los procesos de selección 
que se encontraban vigentes para proveer empleos de carrera del régimen general, 
especial constitucional o especifico, que se encontraran en la etapa de 

                                                
17 «Por la cual se modifica la Ley 82 de 1993, Ley Mujer Cabeza de Familia y se dictan otras disposiciones». 
18 «Por el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 
autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de 
los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social 
y Ecológica». 
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reclutamiento o de aplicación de pruebas, no obstante, en caso de existir lista de 
elegibles en firme, debían efectuarse los nombramientos y posesiones en los 
términos y condiciones señalados en la normatividad vigente.  

Así las cosas, para este Despacho no es posible establecer de las pruebas obrantes 
en el plenario, si en el caso sub examine debía aplazarse el proceso de selección, 
en razón a la etapa que se encontraba, o en su lugar, debía proveer el cargo al 
encontrase en firme la lista de legibles.  

De este modo, debe indicarse que, en esta etapa del proceso no se evidencia de 
forma provisional la posible existencia de un derecho, luego de examinarse la 
motivación del acto administrativo que declaró la insubsistencia de la demandante, 
así como los fundamentos esgrimidos en la solicitud de medida cautelar, pues 
Despacho no logra apreciarlo de forma clara. 
 
En consecuencia, se denegará la solicitud efectuada por la parte demandante, por 
ende, la controversia habrá de solucionarse cuando se decida sobre el fondo del 
asunto. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NEGAR la solicitud de decreto de medida cautelar pedida por la parte 
demandante, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: En firme esta providencia, el proceso continuará con la etapa legal 
correspondiente. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ  
CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE 

CONTROL: 

PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS  

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00123-00 

DEMANDANTE: 
ALEX FERMÍN RESTREPO MARTÍNEZ Y ROBINSON 

ALFONSO LARIOS GIRALDO 

DEMANDADA: NOTARÍA PRIMERA DEL CÍRCULO DE OCAÑA 

INTERVINIENTE: SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

ASUNTO: AUTO AVOCA Y DECRETA PRUEBAS 

 
I. ANTECEDENTES  

A este despacho se asignó el asunto el día 12 de agosto de 20211. Seguidamente, 
con auto del 18 de agosto de 20212, se dispuso remitir el presente asunto a los 
Juzgados Civiles del Circuito de Ocaña. En la jurisdicción ordinaria, le correspondió 
al Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña, despacho que lo admitió el 30 de 
septiembre de 20213, y lo tramitó hasta la celebración de la audiencia de pacto de 
cumplimiento4.  

Ahora, por otro lado, la Honorable Corte Constitucional mediante auto 1051 del 27 
de julio del año en curso, dirimió un conflicto de jurisdicciones entre el Juzgado 
Segundo Civil del Circuito de Ocaña y este despacho, frente a una acción popular 
contra otra notaría del departamento Norte de Santander, definiendo que la 
jurisdicción que le corresponde conocer estos asuntos es a la contenciosa 
administrativa.   

Con fundamento en ello, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña mediante 
auto del 31 de octubre de 2022, declaró la carencia de jurisdicción y envió el 
expediente a este despacho judicial.  

En consecuencia, el Despacho AVOCA el conocimiento de la presente acción 
popular y procederá a continuar con la etapa probatoria de conformidad con el 
artículo 28 de la Ley 472 de 1998. 
 
En relación con el decreto de las pruebas:  

 Parte demandante:  
 

-Solicitada: 
 
SE ORDENA la práctica de visita técnica especial por parte de la Superintendencia 
de Notariado y Registro a la sede de la Notaría Primera del Círculo de Ocaña, para 
efectos de verificar el cumplimiento de los requisitos mínimos de accesibilidad física, 
señalética o señales auditivas, visuales y táctiles, apoyos tecnológicos (hardware y 
software) espacios de atención e infraestructura adecuada, precisadas en las 

                                                           
1 Archivo PDF «02ActaReparto»; del expediente digital. 
2 Archivo PDF «03DeclaraFaltaCompetencia»; del expediente digital. 
3 Archivo PDF «06AutoAdmitePopular»; del expediente digital. 
4 Archivo PDF «18ActaAudienciaPacto»; del expediente digital. 
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normas técnicas colombianas aplicables para el servicio notarial, para las personas 
en condición de discapacidad especialmente para sordos, ciegos y sordo-ciegos.  
 
El informe deberá acompañarse del registro fotográfico respectivo y demás 
documentos relacionados con el objeto del mismo.   
 

 Parte demandada: Notaria Primera Círculo de Ocaña 
 
-Documentales 
 
Tener como medio de prueba las documentales aportadas con la contestación de 
la demanda, visibles en el expediente digital5. 
 
- Testimoniales 
 
El Despacho estima que los testimonios son inconducentes para la finalidad y el 
objeto de la demanda, por cuanto con el informe decretado será suficiente para 
determinar el cumplimiento de los requerimientos deprecados por el actor popular.  
 
En consecuencia, SE RECHAZA la prueba testimonial.  
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

 
VRJ 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

                                                           
5 Archivo PDF «10ContestacionNotaria»; pág. 30-69 en el expediente digital. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE 
CONTROL: 

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES 
COLECTIVOS 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00124-00 

DEMANDANTE: 
ALEX FERMÍN RESTREPO MARTÍNEZ Y ROBINSON 
ALFONSO LARIOS GIRALDO 

DEMANDADA: NOTARÍA ÚNICA DEL CÍRCULO DE HACARÍ  

ASUNTO: AVOCA Y FIJA FECHA PARA AUDIENCIA 

 
A este Despacho se asignó el asunto el día 12 de agosto de 20211. Seguidamente, 
con auto del 18 de agosto de 20212, se dispuso remitir el presente asunto a los 
Juzgados Civiles del Circuito de Ocaña. En la jurisdicción ordinaria, le correspondió 
al Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña, que lo admitió el 30 de septiembre 
de 20213, iniciando el trámite del asunto.  

Ahora por otro lado, la Honorable Corte Constitucional mediante auto 1051 del 27 
de julio del año en curso, dirimió el conflicto de jurisdicciones entre el Juzgado 
Segundo Civil del Circuito de Ocaña y este despacho, frente a una acción popular 
contra otra notaría del departamento Norte de Santander, definiendo que la 
jurisdicción que le corresponde conocer estos asuntos es a la contenciosa 
administrativa.   

Con fundamento en ello, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña mediante 
auto del 31 de octubre de 2022, declaró la carencia de jurisdicción y envió el 
expediente a este despacho judicial.  

En virtud de lo anterior, previo a avocar el conocimiento, se procederá a dar 
continuidad a la siguiente etapa del proceso de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 472 de 1998.  

En tal sentido, el Despacho procederá a fijar fecha para la diligencia de pacto de 
cumplimiento de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 472 de 
19984, teniendo en cuenta que, en el presente medio de control de Protección de 
los Derechos e Intereses Colectivos, se surtió en debida forma la notificación 
personal de la parte demandada5, así como al Ministerio Público6, y se publicó el 
aviso a la comunidad7 en los términos previstos en el auto admisorio del 30 de 
septiembre de 2021 expedido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

                                                           
1 Archivo PDF «02ActaReparto»; del expediente digital. 
2 Archivo PDF «03DeclaraFaltaCompetencia»; del expediente digital. 
3 Archivo PDF «06AutoAdmitePopular»; del expediente digital. 
4 Artículo 27. Pacto de cumplimiento. <Artículo condicionalmente exequible> El juez, dentro de los tres (3) días 
siguientes al vencimiento del término de traslado de la demanda, citará a las partes y al Ministerio Público a una 
audiencia especial en la cual el juez escuchará las diversas posiciones sobre la acción instaurada, pudiendo 
intervenir también las personas naturales o jurídicas que hayan registrado comentarios escritos sobre el 
proyecto. La intervención del Ministerio Público y de la entidad responsable de velar por el derecho o interés 
colectivo será obligatoria. La inasistencia a esta audiencia por parte de los funcionarios competentes, hará que 
incurran en causal de mala conducta, sancionable con destitución del cargo.  
5 Archivo PDF «18OficiosNotificando»; del expediente digital. 
6 Ibidem. 
7 Archivo PDF «09OficiosMiembrosComunidad»; del expediente digital. 
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RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de protección 
de los derechos e intereses colectivos, de conformidad a lo expuesto en la parte 
motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO: FÍJAR como fecha para la diligencia de pacto de cumplimiento el día 
miércoles 7 de diciembre de 2022 a las 9:00am de la mañana.  
 
Se advierte que de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 
27 de la ley 472 de 1998, la intervención del Ministerio Público, y de la entidad 
responsable de velar por el derecho o interés colectivo será obligatoria, para lo cual 
esta última deberá remitir al correo electrónico del juzgado tres (3) días antes de la 
fecha anterior, al correo electrónico del juzgado 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co, el acta del comité de conciliación con los 
parámetros que deberán atenderse en la mencionada audiencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 

JUEZ 
 
 

VRJ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE 

CONTROL: 

PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS  

RADICADO: 54-001-33-33-001-2021-00134-00 

DEMANDANTE: 
ALEX FERMÍN RESTREPO MARTÍNEZ Y ROBINSON 

ALFONSO LARIOS GIRALDO 

DEMANDADA: NOTARÍA ÚNICA DEL CÍRCULO DE ÁBREGO 

INTERVINIENTE: 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO Y 

MUNICIPIO DE ÁBREGO 

ASUNTO: AUTO AVOCA Y DECRETA PRUEBAS 

 
I. ANTECEDENTES  

El asunto se asignó al Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Cúcuta el día 
12 de julio de 20211. Seguidamente, en auto del 14 de julio de 20212, se admitió la 
demanda.  

Luego, mediante auto del 3 de septiembre de 20213, ese juzgado administrativo 
declaró la carencia de jurisdicción y ordenó remitir el asunto a los juzgados civiles 
del circuito de Ocaña.   

Asignado por reparto al Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña, ese despacho 
avocó el conocimiento del asunto4, habiendo adelantado el proceso hasta la 
audiencia de pacto de cumplimiento5.  

Ahora, por otro lado, la Honorable Corte Constitucional mediante auto 1051 del 27 
de julio del año en curso, dirimió un conflicto de jurisdicciones entre el Juzgado 
Segundo Civil del Circuito de Ocaña y este despacho, frente a una acción popular 
contra otra notaría del departamento Norte de Santander, definiendo que la 
jurisdicción que le corresponde conocer estos asuntos es a la contenciosa 
administrativa.   

Con fundamento en ello, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Ocaña mediante 
auto del 31 de octubre de 20226, declaró la carencia de jurisdicción y envió el 
expediente a este despacho judicial.  

En consecuencia, el Despacho AVOCA el conocimiento de la presente acción 
popular y procederá a continuar con la etapa probatoria de conformidad con el 
artículo 28 de la Ley 472 de 1998. 
 
En relación con el decreto de las pruebas:  

 

                                                           
1 Archivo PDF «02ActaRepartoJuzgado01AdtivoCucuta»; del expediente digital. 
2 Archivo PDF «03AdmitePopular»; del expediente digital. 
3 Archivo PDF «11AutoDeclaraFaltaJurisdiccion»; del expediente digital. 
4 Archivo PDF «14AvocaConocimiento»; del expediente digital. 
5 Archivo PDF «31ActaAudienciaPacto»; del expediente digital. 
6 Archivo PDF «32AutoFaltaJurisdiccion»; del expediente digital. 
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 Parte demandante:  
 

-Solicitada: 
 
SE ORDENA la práctica de visita técnica especial por parte de la Superintendencia 
de Notariado y Registro a la sede de la Notaría Única del Círculo de Ábrego, para 
efectos de verificar el cumplimiento de los requisitos mínimos de accesibilidad física, 
señalética o señales auditivas, visuales y táctiles, apoyos tecnológicos (hardware y 
software) espacios de atención e infraestructura adecuada precisadas en las 
normas técnicas colombianas aplicables para el servicio notarial, para las personas 
en condición de discapacidad especialmente para sordos, ciegos y sordo-ciegos.  
 
El informe deberá acompañarse del registro fotográfico respectivo y demás 
documentos relacionados con el objeto del mismo.   
 

 Parte demandada: Notaria Única Circulo de Ábrego 
 
-Documentales 
 
Tener como medio de prueba las documentales y anexos aportados con la 
contestación de la demanda, visibles en el expediente digital7. 
 
- Interrogatorio de parte 
 
El Despacho estima que escuchar a los demandantes es una prueba inconducente 
para la finalidad y el objeto de la demanda, por cuanto, con el informe decretado 
será suficiente para determinar el cumplimiento de los requerimientos deprecados 
por el actor popular. En consecuencia, SE RECHAZA el interrogatorio solicitado.  
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

 
VRJ 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

                                                           
7 Archivo PDF «10ContestacionNotaria»; pág. 23-75 en el expediente digital. Carpeta 

«AnexosContestacionAbrego»; en el expediente digital. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00157-00 

ACCIONANTE: LUIS ALFREDO MORENO BONILLA 

ACCIONADO: 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER- 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL. 

ASUNTO: AUTO CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

 
Por ser procedente el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte 
actora el 28 de octubre de 20221, contra el auto proferido el 27 de octubre de 20222, 
a través del cual se negó la medida cautelar solicitada, consistente en la suspensión 
provisional de los efectos de la Resolución número 0192 del 4 de febrero de 2021; 
providencia notificada el 28 de octubre del año en curso3, CONCÉDASE para ante 
el Honorable Tribunal Administrativo de Norte de Santander, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 5° del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, en efecto devolutivo, al haberse 
presentado dentro de la oportunidad prevista en el artículo 244 numeral 3 de dicha 
normatividad, modificado por el artículo 64 de la Ley 2080 de 2021.  
 
En consecuencia, REMÍTASE el expediente digital a la Oficina de Apoyo Judicial 
para que sea repartido entre los Honorables Magistrados del Tribunal Administrativo 
de Norte de Santander, con el fin de que se estudie el recurso de apelación que se 
concede, previas las anotaciones secretariales a que haya lugar. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

ACSV  

                                                           
1 Archivo pdf número «08RecursoApelacion» del expediente digital. 
2 Archivo pdf número «06AutoResuelveMedida» del expediente digital.  
3 Archivo pdf número «07ComunicacionEstado56» del expediente digital. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2021-00161-00 

DEMANDANTE: ARGENIDA MARÍA CUELLAR MALDONADO  

DEMANDADO: ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZAREZ. 

ASUNTO: AUTO CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

 
Por ser procedente el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la parte 
actora el 11 de noviembre de 20221, contra el auto proferido el 27 de octubre de 
20222, a través del cual se rechazó la demanda de la referencia al no haberse 
subsanado los defectos advertidos en el auto de inadmisión, providencia notificada 
el 28 de octubre del año en curso3, CONCÉDASE en el efecto suspensivo para ante 
el Honorable Tribunal Administrativo de Norte de Santander, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 1° del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, al haberse presentado dentro de la 
oportunidad prevista en el artículo 244 numeral 3 de dicha normatividad, modificado 
por el artículo 64 de la Ley 2080 de 2021.  
 
En consecuencia, REMÍTASE el expediente digital a la Oficina de Apoyo Judicial 
para que sea repartido entre los Honorables Magistrados del Tribunal Administrativo 
de Norte de Santander, con el fin de que se estudie el recurso de apelación que se 
concede, previa las anotaciones secretariales a que haya lugar. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

ACSV  

                                                           
1 Archivo pdf número «09RecursoApelacion» del expediente digital. 
2 Archivo pdf número «07AutoRechazaDemanda» del expediente digital.  
3 Archivo pdf número «08ComunicacionEstado56» del expediente digital. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00045-00 

ACCIONANTE: 
LUIS ALBERTO GARZON CHAVATA COMO AGENTE 
OFICIOSO DE MAIRA ALEJANDRA NAVARRO GUERRERO 

ACCIONADA: 
NUEVA EPS Y E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO 
CAÑIZARES 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00048-00 

ACCIONANTE: CRISTOBAL VACA RIVERA 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00051-00 

ACCIONANTE: 
OMAIRA PAREDES GUERRERO COMO AGENTE OFICIOSO 
DE LA MENOR YUREINY ADRIANA COLLANTES PAREDES 

ACCIONADA: 

NUEVA EPS Y LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 
DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN 
SALUD- ADRES 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00052-00 

ACCIONANTE: 
CLAUDIA MARCELA TORRES SÁNCHEZ COMO AGENTE 
OFICIOSO DE JUAN DIEGO ARÉVALO TORRES 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00053-00 

ACCIONANTE: 
LUZ ONEIDA ROLÓN RODRÍGUEZ COMO AGENTE 
OFICIOSO DE THIAGO BOTELLO LOZANO 

ACCIONADA: 
NUEVA EPS 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00056-00 

ACCIONANTE: MANUEL TAMAYO JAIMES 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00057-00 

ACCIONANTE: 
ARISTIDES DURÁN ACOSTA COMO AGENTE OFICIOSO DE 
OTILIA ACOSTA DE DURÁN 

ACCIONADA: 
NUEVA EPS 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00058-00 

ACCIONANTE: MARIELA MARTÍNEZ CORONEL 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00062-00 

ACCIONANTE: FRANCY ROCÍO GALVIS SAN JUAN  

ACCIONADA: 
NUEVA EPS 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00065-00 

ACCIONANTE: BERTHA CENITH BAYONA SANTOS 

ACCIONADA: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00071-00 

ACCIONANTE: 
LILIANA TORO SÁNCHEZ COMO AGENTE OFICIOSO DE 
MAGOLA SÁNCHEZ PRADO 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00075-00 

ACCIONANTE: MYRIAM DEL CARMEN SÁNCHEZ ORTÍZ 

ACCIONADA: 
NUEVA EPS 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00076-00 

ACCIONANTE: 
FANNY DÍAZ RAMOS COMO AGENTE OFICIOSO DE MARÍA 
ZENAIDA RAMOS MELO 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00079-00 

ACCIONANTE: 
LUZ HERMINDA TORRADO TORRADO VERGEL ACTUANDO 
COMO AGENTE OFICIOSO DE LA SEÑORA DE TERESA 
TORRADO VERGEL 

ACCIONADA: 
NUEVA EPS 
 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00080-00 

ACCIONANTE: 
YOLANDA SÁNCHEZ ARÉVALO COMO AGENTE OFICIOSO 
DE JOSÉ DEL CARMEN SÁNCHEZ ASCANIO 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00082-00 

DEMANDANTE: 
LA SOCIEDAD DEPÓSITO DISTRIFÁRMACOS 
OCAÑA S.A.S. 

DEMANDADA: ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES  

ASUNTO:  ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de reparación directa dentro de la pretensión de actio in rem verso, 
presenta la sociedad Depósito Distrifármacos S.A.S., a través de apoderada 
judicial, contra la ESE Hospital Emiro Quintero Cañizares.  
 

l. ANTECEDENTES 
 

La sociedad Depósito Distrifármacos S.A.S., a través de apoderada, en ejercicio del 
medio de control de Reparación Directa dentro de la pretensión de actio in rem 
verso, prevista en el artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo- CPACA, presenta demanda contra la ESE Hospital 
Emiro Quintero Cañizares, con el propósito de que se  declare responsable por 
enriquecimiento sin justa causa a la parte demandada en detrimento suyo, por los 
hechos cumplidos de que ha sido beneficiaria la ESE, a raíz de los servicios 
prestados sin contrato previo en razón del suministro de los elementos y/o 
materiales médicos, medicamentos, implementos de laboratorio y banco de sangre, 
los cuales fueron remitidos y entregados por la sociedad accionante, por el valor de 
$221.256.795. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta Jurisdicción es competente para conocer acerca del presente asunto, toda vez 
que el tipo de indemnización que se pretende es de carácter patrimonial enmarcada 
dentro de la fuente de obligaciones extracontractual, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual contempla: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 

pública, cualquiera que sea el régimen aplicable».  (Negrilla fuera del texto) 
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El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021, 
determina: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron 
los hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede 
principal de la entidad demandada a elección del demandante». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene que los hechos de la demanda acaecieron en el Hospital 
Emiro Quintero Cañizares del municipio de Ocaña, razón por la cual le compete a 
este Despacho el conocimiento del medio de control de la referencia, por virtud, 
además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 
20201. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de 
los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda». (Negrilla fuera del texto) 

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 6° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece: 

 
«Artículo 155. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión 
de los agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de mil (1.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes». 

                                                
1 ARTÍCULO 1. Creación de circuito judiciales administrativos. Crear los siguientes circuitos judiciales 
administrativos.  
a. Circuito Judicial Administrativo de Ocaña cuya cabecera es el municipio del mismo nombre, con comprensión 
territorial en los municipios de: • Ábrego • Convención • El Carmen • El Tarra • Hacarí • La Playa • Ocaña • San 
Calixto • Teorama. 
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En el caso que nos ocupa, la parte actora estimó la pretensión mayor en la suma de 
$221.256.7952, por concepto de daño consolidado y enriquecimiento sin causa justa 
alguna, valor que no excede el límite de 1000 SMLMV que prevé el precitado artículo 
155 del CPACA, por lo que es claro que la competencia por la cuantía corresponde 
a este Despacho, en primera instancia. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 
Es así como el literal i) numeral 2° de artículo 164 del CPACA establece el plazo 
oportuno para presentar la demanda:  
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 

          2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
    (…) 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro 
del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de 
la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia».  

 
De acuerdo con los criterios señalados, se pasa a hacer el conteo del término de 
caducidad para este asunto. Se tomará en cuenta el día siguiente en que la parte 
convocante realizó la entrega de los elementos farmacéuticos, materiales médico 
quirúrgicos, equipos y dispositivos médicos por última vez, los cuales fueron 
suministrados el 10 de noviembre de 2020, por tal motivo el conteo de la caducidad 
se daría entre el 11 de noviembre de 2020 al 11 de noviembre de 2022. 
 
Ahora bien, verificado el expediente se distinguen dos cosas: la primera radica en 
que se presentó solicitud de conciliación ante la Procuraduría 23 Judicial II para 
asuntos Administrativos, el  21 de mayo de 2021, la cual se declaró aprobada el 19 
de agosto de 20213 habiendo transcurrido hasta ese momento 6 meses y 10 días, 
agotándose de esta forma el requisito de procedibilidad, la segunda radica en que 
el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, en auto de 14 de diciembre 
de 20214, resolvió improbar el acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado el 19 de 
agosto de 2021, a su vez el 19 de enero de 2022 el apoderada de la parte 
demandante presentó recurso de apelación en contra de la decisión antes reseñada, 
el cual no fue concedido por extemporáneo. Por lo tanto, el término de caducidad 
quedó suspendido desde el 21 de mayo de 2021, fecha en la que se presentó la 
solicitud de conciliación hasta el 3 de febrero de 2022, día siguiente hábil al de 
ejecutoria de la providencia que negó el recurso de apelación, lo anterior en 

                                                
2 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folio 13. 
3 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folio 94 y 95. 
4 Archivo PDF número «01DemandaAnexos» del expediente digital, folio 96. 
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concordancia con el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que la demanda fue presentada ante este 
Despacho el 29 de marzo de 2022, tal como consta en acta de reparto5, se 
encuentra en término legal para hacerlo sin que haya operado el fenómeno de la 
caducidad, el cual fenecía el 11 de noviembre de 2022. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
Entendida la legitimación en la causa como la calidad que tiene una persona para 
formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la 
relación jurídica sustancial, se tiene acreditada pues quien funge como demandante 
alegó que se le causó un daño antijurídico ocasionado por el enriquecimiento sin 
justa causa de la ESE Hospital Emiro Quintero Cañizares, evento que la legitima en 
la causa por activa para proponer el presente medio de control. 
 
Frente a la legitimación en la causa por pasiva, la entidad demandada es a la que 
el extremo activo ha imputado la responsabilidad por los presuntos daños que se le 
han ocasionado, por ende, se encuentran legitimadas en la causa para concurrir a 
este proceso. 
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder». 
 

Estudiado el contenido del expediente se observa que la aquí demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso y radicara la demanda a la abogada  
Alina Isabel Gutiérrez6, identificada con la cédula de ciudadanía número 52.419.392 
de Bogotá, portador de la Tarjeta Profesional número 284.616 del C.S de la J, quien 
cuenta con derecho de postulación por su condición de abogada titulada e inscrita 
ante el Registro Nacional de Abogados, con tarjeta profesional vigente y sin 
sanciones o limitaciones al ejercicio de la carrera7. 
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 
2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 

                                                
5 Archivo PDF número «02ActaReparto» del expediente digital.  
6 Archivo PDF número «01demandaanexos» del expediente digital, folio 20.  
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «01DemandaAnexos.pdf» del expediente digital, folios94 y 95. 
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Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma 
citada.   
 
REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro para el Despacho que la demanda cumple con los requisitos 
formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado por el 
artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás establecidos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por la sociedad Depósito 
Distrifármacos Ocaña S.A.S., contra la ESE Hospital Emiro Quintero Cañizares, 
por las razones aquí expuestas. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal y/o a quien haga sus veces de la ESE Hospital Emiro 
Quintero Cañizares, en los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida, con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
TERCERO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley. 
 
CUARTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público y a la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) 
días, el cual comenzará a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos 
(2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría 
de este Despacho, de conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del 
referido término, deberá contestarse la demanda, proponerse excepciones, 
solicitarse pruebas, llamar en garantía, y/o presentarse demanda de reconvención 
(Art. 172 CPACA). 
 
QUINTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción». 
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SEXTO: ADVERTIR a la parte demandada para que, de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo estatuto, 
de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la parte hubiera 
presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
SÉPTIMO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021 de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente deberá 
enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, 
cumpliendo de esta manera con la norma citada.   
 
OCTAVO: RECONOCER personería a la abogada Alina Isabel Gutiérrez10, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 52.419.392 de Bogotá, portador de 
la Tarjeta Profesional número 284.616 del C.S de la J, para actuar como apoderada 
de la parte demandante en los términos y para los efectos del poder que le ha sido 
conferido. 
 
NOVENO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, los siguientes apartados electrónicos: alinaisa@hotmail.com; 
distrifarmacossas@hotmail.com;  
 
DÉCIMO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ  
 

Acsv 

 

                                                
10 Archivo PDF número «01demandaanexos» del expediente digital, folio 20.  

mailto:alinaisa@hotmail.com
mailto:distrifarmacossas@hotmail.com
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00087-00 

ACCIONANTE: SANDRA MILENA PÉREZ RUEDA 

ACCIONADA: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-
COLPENSIONES 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00088-00 

ACCIONANTE: GABRIEL ÁNGEL QUINTERO PRADO 

ACCIONADA: UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN - UNP 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00089-00 

ACCIONANTE: 
TERESA VERJEL SUÁREZ COMO AGENTE OFICIOSO DE LA 
SEÑORA RAMONA ELCIDA SUÁREZ 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «12ReporteExclusion» del expediente digital.  



Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo

01

Ocaña - N. De Santander
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 14cc9225518fe8a47fa65db727291e16792908bc831e4df46cbeef9a58d9ec25

Documento generado en 24/11/2022 08:42:58 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00090-00 

ACCIONANTE: ANGIE LORENA BAYONA NAVARRO 

ACCIONADA: 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PROSPERIDAD 
SOCIAL - PROGRAMA INGRESO SOLIDARIO 

VINCULADO: 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - 
INPEC 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00096-00 

DEMANDANTE: 
DISEÑO REMODELACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE 
OBRAS DE INGENIERÍA CIVIL S.A.S. 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE ÁBREGO 

ASUNTO: INADMITE DEMANDA 
 

Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de nulidad y restablecimiento del derecho presenta la sociedad Diseño 
Remodelación y Construcción de Obras de Ingeniería Civil S.A.S., representada 
legalmente por la señora Karina Yurley Garavito Toloza, a través de apoderado 
judicial, en contra del Municipio de Ábrego.  
 

l. ANTECEDENTES 
 

La sociedad Diseño Remodelación y Construcción de Obras de Ingeniería Civil 
S.A.S., representada legalmente por la señora Karina Yurley Garavito Toloza, 
instaura demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho conforme al artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo -CPACA-, contra el municipio de Ábrego, pretendiendo 
que se declare la nulidad de la Resolución número 661 del 18 de noviembre de 2021,  
«POR MEDIO DE LA CUAL SE ADJUDICA EL PROCESO DE CONTRATACIÓN 
BAJO LA MODALIDAD DE LICITACIÓN PÚBLICA  LP 04 DE 2021,QUE TIENE POR 
OBJETO “PAVIMENTACIÓN EN CONCRETO RÍGIDO EN SECTORES DEL 
CASCO URBANO DEL MUNICIPIO DE ÁBREGO, NORTE DE SANTANDER”». 
   
Como medida de restablecimiento del derecho, solicita que se ordene a la entidad 
demandada reconocer y pagar la suma de sesenta y un millones quinientos 
cincuenta y un mil trescientos setenta y ocho pesos con siete centavos 
($61.551.378,7), correspondiente a la utilidad que dejó de percibir la sociedad 
demandante, por la no adjudicación de la Licitación Pública LP 04 de 2021; así como 
la suma de doscientos cincuenta mil quinientos cuarenta y cuatro pesos ($250.544), 
correspondiente al valor de la póliza de seguro de cumplimiento de entidad estatal 
que constituyó la sociedad demandante para participar dentro de la licitación; el pago 
de costas; y por último, el cumplimiento de la condena en los términos de los artículos 
187,192 y 195 del CPACA.  
 

II. CONSIDERACIONES 
 

En este orden, previo a resolver sobre la admisión de la demanda de la referencia, 
encuentra el Despacho que se hace necesario ordenar su corrección, conforme lo 
previsto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, con el fin de que la parte demandante subsane lo 
siguiente: 
  
1.1 No se aporta constancia de haber agotado el requisito de procedibilidad 
de conciliación extrajudicial  
 
Conforme con lo establecido en el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, modificado 
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por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021, la parte demandante deberá aportar el 
trámite de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad. Así, 
revisados los anexos del escrito de demanda, el Despacho advierte que no se aportó 
prueba del requisito de la conciliación anteriormente señalada, por lo que resulta 
necesario allegar: 
 

«ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de 
la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos: 
 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 
directa y controversias contractuales. 
 
El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, 
en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los 
procesos en que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, 
en relación con el medio de control de repetición o cuando quien demande sea una 
entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 
siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida». (subraya fuera del 
texto)  
 

Se advierte, del escrito de demanda que el apoderado de la sociedad demandante 
aduce haber agotado el trámite de la conciliación extrajudicial el 6 de abril de 2022, 
ante la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos Administrativos de Cúcuta, no 
obstante, no se allegó la respectiva acta de conciliación, en consecuencia, el 
apoderado de la parte demandante en obedecimiento a lo previsto en el artículo 
170 del CPACA deberá corregir la demanda en el término de diez (10) días de 
acuerdo con lo anotado por este Despacho.  
 
Por último, en consonancia con lo establecido en el numeral 8 del artículo 162 de la 
Ley 1137 de 2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, la parte 
actora al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo, 
deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 
escrito de subsanación.  
 
Por tal razón, se requerirá a la parte demandante para que dé cumplimiento con el 
deber impuesto en dicha norma, circunstancia que debe acreditar ante este 
Despacho dentro del término concedido para subsanar la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO:  INADMITIR la presente demanda de la referencia, de conformidad con 
lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: CONCEDER a la parte actora, el término legal de diez (10) días hábiles 
para que corrija la demanda. 
 
TERCERO: Para efectos de notificación téngase como correos electrónicos de la 
parte demandante: carc2509@hotmail.es y r.rabogados@hotmail.com  
 
CUARTO: INSTAR al apoderado de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 

mailto:carc2509@hotmail.es
mailto:r.rabogados@hotmail.com
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de 2021 de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente deberá 
enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, 
cumpliendo de esta manera con la norma citada.   
 
QUINTO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ  
 

CHPG 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00100-00 

ACCIONANTE: LICETH PAOLA ALFONSO ACOSTA 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00101-00 

ACCIONANTE: 
MARTHA ERNESTINA ARENGAS PÉREZ COMO AGENTE 
OFICIOSO DE ADELA MARÍA PÉREZ DE PÉREZ 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00103-00 

ACCIONANTE: FRANCY ELENA ARENAS TORRADO 

ACCIONADA: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONALFONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER- 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTAL Y 
FIDUCIARIA LA FIDUPREVISORA S.A. 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO  

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00107-00 

ACCIONANTE: 
YULIAM IBETH TRIGOS GUILLÍN ACTUANDO COMO 
AGENTE OFICIOSO DE EMMANUEL BARBOSA TRIGOS 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00108-00 

ACCIONANTE: 
MARÍA NATALI PÉREZ DURÁN COMO AGENTE OFICIOSO 
DE JOHYNE DEL CARMEN ABRIL GARAY 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

CHPG 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00110-00 

ACCIONANTE: JORGE HELÍ ORTÍZ QUINTERO 

ACCIONADA: NUEVA EPS 

ASUNTO: ORDENA ARCHIVO    

 
 
Advierte el Despacho que mediante oficio del 15 de noviembre de la presente 

anualidad1, la Honorable Corte Constitucional informó que la acción de tutela de la 

referencia no fue seleccionada para su revisión, en consecuencia, se dispone: 

COMUNICAR a las partes en tal sentido y ARCHIVAR el expediente, previas las 

anotaciones secretariales de rigor. 

  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ  

ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 

 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: CONTROVERSIA CONTRACTUAL  

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00133-00 

DEMANDANTE: 
ASOCIACIÓN PROTECTORA DEL MEDIO AMBIENTE 
- METROAMBIENTE 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE CONVENCIÓN  

ASUNTO: INADMITE DEMANDA 
 

Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de controversia contractual presenta la Asociación Protectora del Medio 
Ambiente - Metroambiente, representada legalmente por el señor Wilson Sánchez 
Lozada, a través de apoderado, en contra del Municipio de Convención.   
 

l. ANTECEDENTES 
 

La Asociación Protectora del Medio Ambiente - Metroambiente, representada 
legalmente por el señor Wilson Sánchez Lozada, instaura demanda en ejercicio del 
medio de control de controversia contractual conforme al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-, contra el 
municipio de Convención, pretendiendo que se declare la nulidad de los siguientes 
actos administrativos:  
 

 Resolución número 211 del 17 de marzo de 2021, «POR MEDIO DE LA CUAL 
SE DECLARA EL INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO N°103 DEL 23 DE 
JUNIO DE 2020, CELEBRADO ENTE EL MUNICIPIO DE CONVENCIÓN Y 
LA ASOCIACIÓN PROMOTORA DEL MEDIO AMBIENTE 
“METROAMBIENTE” Y SE HACE EFECTIVA LA CLÁUSULA PENAL 
PECUNIARIA»  

 Resolución número 212 del 17 de marzo de 2021, «POR MEDIO DEL CUAL 
SE RESUELVE UN RECURSO DE REPOSICIÓN» 

 Resolución número 293 del 6 de abril de 2021, «POR MEDIO DE LA CUAL 
SE LIQUIDA UNILATERALMENTE EL CONTRATO DE CONSULTORÍA N° 
DEL 23 DE JUNIO DE 2020, CELEBRADO ENTRE EL MUNICIPIO DE 
CONVENCIÓN Y LA ASOCIACIÓN PROTECTORA DEL MEDIO AMBIENTE 
“METROAMBIENTE” POR EL INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO». 
 

Como consecuencia de la declaratoria de nulidad, solicita que se declare que la 
Asociación Protectora del Medio Ambiente – Metroambiente, cumplió con objeto del 
Contrato No. 103 del 23 de junio de 2020, ordenándose al Municipio de Convención 
pagar en favor de la entidad demandante el monto pactado por el contrato, se le 
condene por los perjuicios ocasionados, así como la indexación de las sumas 
resultantes, pago de costas y agencias del derecho.  
 

II. CONSIDERACIONES 
 

En este orden, previo a resolver sobre la admisión de la demanda de la referencia, 
encuentra el Despacho que se hace necesario ordenar su corrección, conforme lo 
previsto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, con el fin de que la parte demandante subsane lo 
siguiente: 
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2.1 No se aporta constancia de haber agotado el requisito de procedibilidad 
de conciliación extrajudicial. 
 
Conforme con lo establecido en el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, modificado 
por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021, la parte demandante deberá aportar el 
trámite de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad. Así, 
revisados los anexos del escrito de demanda, el Despacho advierte que no se aportó 
prueba del requisito de la conciliación anteriormente señalada, por lo que resulta 
necesario allegar: 
 

«ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de 
la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos: 
 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 
directa y controversias contractuales. 
 
El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, 
en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los 
procesos en que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, 
en relación con el medio de control de repetición o cuando quien demande sea una 
entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 
siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida». (subraya fuera del 
texto)  
 

Se advierte del escrito promotor de la acción, que el apoderado de la parte 
demandante aduce allegar audiencia de conciliación a través de la cual se acredita 
el agotamiento del requisito de procedibilidad, no obstante, revisados los anexos 
correspondientes, se echa de menos el acta de la audiencia en comento, en 
consecuencia, el apoderado de la parte actora deberá corregir tal defecto allegando 
el acta respectiva dentro del término que se dispondrá para ello.  
 
2.2. De los actos administrativos demandados  
 
En primer lugar, debe indicarse que el numeral 2 del artículo 162 del CPACA, 
dispone que la demanda deberá contener «lo que se pretenda, expresado con 
precisión y claridad», a su vez, el artículo 163 ibídem dispone que «Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo este se debe individualizar con toda 
precisión. Si el acto fue objeto de recursos ante la administración se entenderán 
demandados los actos que los resolvieron». 
 
Al respecto, revisado el escrito de demanda y sus anexos, se advierte que el 
apoderado de la parte demandante señala como actos enjuiciados las 
Resoluciones número 211 del 17 de marzo de 2021, «POR MEDIO DE LA CUAL 
SE DECLARA EL INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO N°103 DEL 23 DE JUNIO 
DE 2020, CELEBRADO ENTE EL MUNICIPIO DE CONVENCIÓN Y LA 
ASOCIACIÓN PROMOTORA DEL MEDIO AMBIENTE “METROAMBIENTE” Y SE 
HACE EFECTIVA LA CLÁUSULA PENAL PECUNIARIA»; 212 del 17 de marzo de 
2021, «Por medio del cual se resuelve un recurso de reposición» confirmando en 
su totalidad la Resolución 211 del 17 de marzo de 2021; y 293 del 6 de abril de 
2021, «POR MEDIO DE LA CUAL SE LIQUIDA UNILATERALMENTE EL 
CONTRATO DE CONSULTORÍA N° DEL 23 DE JUNIO DE 2020, CELEBRADO 
ENTRE EL MUNICIPIO DE CONVENCIÓN Y LA ASOCIACIÓN PROTECTORA 
DEL MEDIO AMBIENTE “METROAMBIENTE” POR EL INCUMPLIMIENTO DEL 
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CONTRATO», echándose de menos la Resolución 426 del 28 de mayo de 2021, 
«Por medio de la cual se resuelve recurso de reposición», confirmando en su 
totalidad la Resolución 293 del 6 de abril de 2021. 
 
Por ende, si bien, al tenor de lo dispuesto en el artículo 163 del CPACA, se entiende 
como acto demandado la Resolución 426 del 28 de mayo de 2021, resulta menester 
que el apoderado de la parte demandante realice la precisión respectiva en el 
escrito de demanda. 
 
2.3. De las imprecisiones del poder  
 
El artículo 74 del CGP, indica que los poderes pueden ser generales o especiales 
los primeros son para toda clase de asuntos, se otorgan por escritura pública, 
mientras que los segundos, se otorgan por documento privado, pero se debe 
especificar y determinar de manera clara el asunto para el que se confirió:  
 

«Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo 
podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos 
podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos 
deberán estar determinados y claramente identificados.» (Negrilla del despacho) 

Para este asunto, el poder aportado con la demanda no determina de forma clara 
su objeto, pues solo se señala que se confiere para promover demanda a través 
del medio de control de controversia contractual, sin que se especifique los actos 
objeto de la acción.  
 
En consecuencia, deberá corregir estos yerros en la subsanación de la demanda.  
 
2.4. Remisión de la demanda y sus anexos a la demandada 
 
Por último, en consonancia con lo establecido en el numeral 8 del artículo 162 de la 
Ley 1137 de 2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, la parte 
actora al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo, 
deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 
escrito de subsanación.  
 
Frente a lo anterior, el Despacho no observa que el apoderado al momento de 
presentar la demanda, la haya remitido la misma al Municipio de Convención. 
 
Por tal razón, se requerirá a la parte demandante para que dé cumplimiento con el 
deber impuesto en dicha norma, circunstancia que debe acreditar ante este 
Despacho dentro del término concedido para subsanar la demanda. 
 
Conforme a lo anterior, el apoderado de la parte demandante en obedecimiento a 
lo previsto en el artículo 170 del CPACA deberá corregir la demanda en el término 
de diez (10) días de acuerdo con lo anotado por este Despacho. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO:  INADMITIR la presente demanda de la referencia, de conformidad con 
lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: CONCEDER a la parte actora, el término legal de diez (10) días hábiles 
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para que corrija la demanda. 
 
TERCERO: Para efectos de notificación téngase como correos electrónicos de la 
parte demandante: wisalo12@hotmail.com y ramayaverjel@gmail.com.  
 
CUARTO: INSTAR al apoderado de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021 de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente deberá 
enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, 
cumpliendo de esta manera con la norma citada.   
 
QUINTO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante en el 
presente trámite se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  

JUEZ  
 

CHPG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00189-00 

DEMANDANTE: AMANDA TORCOROMA MEJÍA URON 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
AMANDA TORCOROMA MEJÍA URÓN, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de diciembre de 20211, la señora Amanda Torcoroma Mejía Uron, a través 
de apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 25 de junio de 2021, mediante el cual la entidad demandada niega 
el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las 
cesantías parciales, de conformidad con los parámetros establecidos en la Ley 
1071 de 2006 y la Ley 1955 de 2019.  
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue el Colegio Agustina Ferro del municipio de 
Ocaña, N. de S, y su domicilio es el municipio de Ocaña.  
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA determina: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue el Colegio Agustina Ferro del municipio de Ocaña, N. de S5, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 
28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
La competencia de los jueces administrativos está dada en el numeral 2° del artículo 
155 del CPACA, disposición que establece: 
 

«Artículo 155. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 

(…) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan 
de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 
cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes». 

 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, reglamenta lo concerniente a la competencia 
por el factor cuantía, entre otros eventos, cuando se acumulan varias pretensiones. 
Al respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 
estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 37. 
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únicos que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por 
el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y 
sanciones. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
(…)» (Resaltado fuera de texto). 

 
Al respecto se observa, que el apoderado de la parte demandante estima la cuantía 
del presente medio de control en $4.527.2686.  En ese orden de ideas, se observa 
que tal valor no excede el límite de 50 SMLMV que establece la norma, por lo que es 
claro que la competencia por cuantía corresponde al juez administrativo. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 

 
En este orden de ideas, se observa que el presente medio de control tiene como 
objeto la declaratoria de la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 
configurado el 25 de junio de 2021, con ocasión del silencio de la Nación- Ministerio 
de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- 
Fomag y el Departamento Norte de Santander, frente a la petición presentada por 
la parte demandante el 25 de marzo de 2021, mediante el cual se negó el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías 
parciales. Así, al tratarse de un acto producto del silencio administrativo, conforme 
con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la demanda puede 
presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 19. 
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En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en las Leyes 
1071 de 2006 y 1955 de 2019. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se 
encuentra igualmente acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el 
silencio administrativo fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «002Demanda» del expediente digital, folios 39 a 45. 
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REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Amanda Torcoroma 
Mejía Urón a través de apoderado, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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Tatiana  Angarita Peñaranda
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00190-00 

DEMANDANTE: JAIRO GARCÍA ROSADO 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
JAIRO GARCÍA ROSADO, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de diciembre de 20211, el señor Jairo García Rosado, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 26 
de junio de 2021, mediante el cual las entidades demandadas niegan el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías 
definitivas, de conformidad con los parámetros establecidos en la Ley 1071 de 
2006 y la Ley 1955 de 2019.  
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios el demandante fue el Instituto Técnico Alfonso López del municipio de 
Ocaña, N. de S, y su domicilio es el municipio de Ocaña.  
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA determina: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue el Instituto Técnico Alfonso López del municipio de Ocaña, N. de S5, 
razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control 
de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-
11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
La competencia de los jueces administrativos está dada en el numeral 2° del artículo 
155 del CPACA, disposición que establece: 
 

«Artículo 155. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 

(…) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan 
de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 
cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes». 

 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, reglamenta lo concerniente a la competencia 
por el factor cuantía, entre otros eventos, cuando se acumulan varias pretensiones. 
Al respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 
estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda 
considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 37. 
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únicos que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por 
el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y 
sanciones. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
(…)» (Resaltado fuera de texto). 

 
Al respecto se observa, que el apoderado de la parte demandante estima la cuantía 
del presente medio de control en $10.610.7856.  En ese orden de ideas, se observa 
que tal valor no excede el límite de 50 SMLMV que establece la norma, por lo que es 
claro que la competencia por cuantía corresponde al juez administrativo. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá 
ser presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

caducidad. 
 
En este orden de ideas, se observa que el presente medio de control tiene como 
objeto la declaratoria de la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 
configurado el 26 de junio de 2021, con ocasión del silencio de la Nación- Ministerio 
de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- 
Fomag y el Departamento Norte de Santander, frente a la petición presentada por 
la parte demandante el 26 de marzo de 2021, mediante el cual se negó el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria, por el pago tardío de las cesantías 
definitivas. Así, al tratarse de un acto producto del silencio administrativo, conforme 
con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la demanda puede 
presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 19. 
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En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en las Leyes 
1071 de 2006 y 1955 de 2019. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se 
encuentra igualmente acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el 
silencio administrativo fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 

Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.   
  
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «002Demanda» del expediente digital, folios 39 a 45 
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REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Jairo García Rosado a 
través de apoderado, contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional- 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y el 
Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo

01

Ocaña - N. De Santander
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00191-00 

DEMANDANTE: ABIGAIL CÁCERES MOGOLLÓN  

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
ABIGAIL CÁCERES MOGOLLÓN, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de diciembre de 20211, el señor Abigail Cáceres Mogollón, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 11 de agosto de 2021, mediante el cual la entidad demandada niega 
el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las 
cesantías parciales, de conformidad con los parámetros establecidos en la Ley 
1071 de 2006 y la Ley 1955 de 2019.  
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en la Institución Educativa Colegio La Salle4, del 
municipio de Ocaña, N. de S, y su domicilio es el municipio de Ocaña.  
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 36. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA determina: 
 

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios». 
 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue la Institución Educativa Colegio La Salle del municipio de Ocaña, N. 
de S6, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de 
control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo 
PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
La competencia de los jueces administrativos está dada en el numeral 2° del artículo 
155 del CPACA, disposición que establece: 
 

«Artículo 155. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 

(…) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan 
de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 
cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes». 

 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, reglamenta lo concerniente a la competencia 
por el factor cuantía, entre otros eventos, cuando se acumulan varias pretensiones. 
Al respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 
estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 36. 
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considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los 
únicos que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por 
el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y 
sanciones. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
(…)» (Resaltado fuera de texto). 

 
Al respecto se observa, que el apoderado de la parte demandante estima la cuantía 
del presente medio de control en $4.834.6537.  En ese orden de ideas, se observa 
que tal valor no excede el límite de 50 SMLMV que establece la norma, por lo que es 
claro que la competencia por cuantía corresponde al juez administrativo. 
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 

 
En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en las Leyes 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 19. 
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1071 de 2006 y 1955 de 2019. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se 
encuentra igualmente acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el 
silencio administrativo fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 37 a 41. 
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como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Abigail Cáceres 
Mogollón a través de apoderado, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

 

Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00192-00 

DEMANDANTE: MANUEL JESÚS TORRADO SANTOS 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
MANUEL JESÚS TORRADO SANTOS, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 10 de febrero de 20221, el señor Manuel Jesús Torrado Santos, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según 
lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización 
por el pago tardío de los intereses a las cesantías.  
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue la Escuela Rural el Campanario, del municipio 
de Ábrego, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 
 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue la Escuela Rural el Campanario, del municipio de Ábrego, N. de 
S6, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de 
control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo 
PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 



3 
Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña 
Radicado número: 54-498-33-33-001-2022-00192-00 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

   
 

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien el apoderado de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $61.216.9807, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 
En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
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de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Manuel Jesús Torrado 
Santos a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  

                                                
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 324. 
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00193-00 

DEMANDANTE: MAGDA CELENE CASTILLA DUARTE 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
MAGDA CELENE CASTILLA DUARTE, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 16 de febrero de 20221, la señora Magda Celene Castilla Duarte, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 2020, según 
lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la indemnización 
por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue el plantel no definido del municipio de 
Convención, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue un plantel del municipio de Convención, N. de S6, razón por la 
cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien el apoderado de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $48.678.0497, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 320. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará al apoderado de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Magda Celene 
Castilla Duarte a través de apoderado, contra la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio- Fomag y el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí 
expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00194-00 

DEMANDANTE: ESSY PATRICIA DELGADO MOLINA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
ESSY PATRICIA DELGADO MOLINA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 17 de febrero de 20221, la señora Essy Patricia Delgado Molina, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue el plantel educativo Escuela Rural Integ Pueblo 
Nuevo, del municipio de Ocaña, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, fue el plantel educativo Escuela Rural Integ Pueblo Nuevo, del 
municipio de Ocaña, N. de S6, razón por la cual le compete a este Despacho el 
conocimiento del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 
1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se 
avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65. 
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien el apoderado de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $62.227.4307, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 320. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Essy Patricia 
Delgado Molina a través de apoderado, contra la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio- Fomag y el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí 
expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00195-00 

DEMANDANTE: DALIA MARÍA ARÉVALO NAVARRO 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
DALÍA MARÍA ARÉVALO NAVARRO, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 17 de febrero de 20221, la señora Dalia María Arévalo Navarro, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue el plantel educativo Escuela Rural San Miguel 
del municipio de Ábrego, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 69. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el plantel educativo Escuela Rural San Miguel del municipio de 
Ábrego, N. de S6, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento 
del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del 
Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su 
conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 69. 
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $62.237.2637, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 319 a 323. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Dalia María Arévalo 
Navarro, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
mailto:j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00196-00 

DEMANDANTE: LEDY NYDIA MARTÍNEZ ORTEGA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
LEDY NYDIA MARTÍNEZ ORTEGA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 17 de febrero de 20221, la señora Ledy Nydia Martínez Ortega, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 15 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 15 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en el plantel educativo FER del municipio de 
Convención, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 64. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el plantel educativo FER del municipio de Convención, N. de S6, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 64. 
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $62.237.2637, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 320. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Ledy Nydia Martínez 
Ortega, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00197-00 

DEMANDANTE: DONEIDA CLARO PÉREZ 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
DONEIDA CLARO PÉREZ, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 20221, la señora Doneida Claro Pérez, a través de apoderada, 
presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la 
Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de Santander, con el 
propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado el 13 
de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 2021, mediante 
el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en el año 
2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, de la 
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en el FER del municipio de Ábrego, N. de S4. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado5. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 62. 
5 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el plantel educativo escuela Nueva Llano Suárez del municipio de 
Ábrego, N. de S6, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento 
del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del 
Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su 
conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 61. 
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $64.787.9717, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 

                                                
7 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera8.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente9. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
8 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
9 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 322. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Doneida Claro Pérez, 
a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional- 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y el 
Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 202110. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
10 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
mailto:j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

Tatiana  Angarita Peñaranda

Juez

Juzgado Administrativo

01

Ocaña - N. De Santander
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b80741866fb9ebd691da3775484bd5517e9d54600a41916cce806b4414465cae

Documento generado en 24/11/2022 10:34:19 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00198-00 

DEMANDANTE: ÁNGEL ARSENIO RINCÓN GARCÍA  

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
ÁNGEL ARSENIO RINCÓN GARCÍA, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 20221, el señor Ángel Arsenio Rincón García, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue el Colegio Nacional de Bachillerato Guillermo 
Quintero Calderón del municipio de Convención, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el Colegio Nacional de Bachillerato Guillermo Quintero Calderón del 
municipio de Convención, N. de S.5, razón por la cual le compete a este Despacho 
el conocimiento del medio de control de la referencia, por virtud, además, del 
artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por 
ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65.  
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $64.727.4426, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que el demandante, confirió 
poder para que lo representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 323. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Ángel Arsenio Rincón 
García, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00199-00 

DEMANDANTE: ZORAIDA MONTAGUT ARÉVALO  

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
ZORAIDA MONTAGUT ARÉVALO, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 20221, la señora Zoraida Montagut Arévalo, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en la Escuela Rural Perico del municipio de 
Ábrego, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el plantel educativo FER del municipio de Ábrego, N. de S.5, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 67.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $64.787.9716, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 319 a 325. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Zoraida Montagut 
Arévalo, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
mailto:j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00200-00 

DEMANDANTE: MARÍA DEL CARMEN TORRADO VELASQUEZ 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
MARÍA DEL CARMÉN TORRADO VELÁSQUEZ, a través de apoderada, contra 
la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 20221, la señora María del Carmen Torrado Velásquez, a través 
de apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en la Escuela Rural Alto Grande del municipio de 
Ocaña, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, la Escuela Rural Alto Grande del municipio de Ocaña, N. de S.5, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $64.787.9716, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 322. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora María Del Carmen 
Torrado Velásquez, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio- Fomag y el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí 
expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00201-00 

DEMANDANTE: MARÍA EUGENIA ANGARITA NAVARRO 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
MARÍA EUGENIA ANGARITA NAVARRO, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 4 de marzo de 20221, la señora María Eugenia Angarita Navarro, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 13 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 13 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en la Escuela Nueva la Orqueta del municipio de 
Hacarí, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, la Escuela Nueva la Orqueta del municipio de Hacarí, N. de S.5, razón 
por la cual le compete a este Despacho el conocimiento del medio de control de la 
referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 
del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $64.787.9716, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 



4 
Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña 
Radicado número: 54-498-33-33-001-2022-00201-00 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 316 a 322. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora María Eugenia 
Angarita Navarro, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio- Fomag y el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí 
expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00203-00 

DEMANDANTE: POLONIA QUINTERO NAVARRO  

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta la señora 
POLONIA QUINTERO NAVARRO, a través de apoderada, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 30 de marzo de 20221, la señora Polonia Quintero Navarro, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 26 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 26 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue como docente cofinanciado municipal del 
municipio del Carmen, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios el municipio 
del Carmen, N. de S.5, razón por la cual le compete a este Despacho el 
conocimiento del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 
1 literal A del Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se 
avocará su conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 
inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65.  
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La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $69.025.4676, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 
demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó a la actora el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que la demandante, confirió 
poder para que la representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 324. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por la señora Polonia Quintero 
Navarro, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Fomag y 
el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 
QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 

Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00202-00 

DEMANDANTE: CIRO ALFONSO CHINCHILLA MOLINA 

DEMANDADO: 

NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- FOMAG Y EL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER. 

ASUNTO: AVOCA- ADMITE DEMANDA 

 
Procede el Despacho a estudiar la admisión de la demanda que en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presenta el señor 
CIRO ALFONSO CHINCHILLA MOLINA, a través de apoderada, contra la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG y el 
DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER. 
 

l. ANTECEDENTES 
 
El 30 de marzo de 20221, el señor Ciro Alfonso Chinchilla Molina, a través de 
apoderada, presentó demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en 
contra de la Nación -Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento Norte de 
Santander, con el propósito de que se declare la nulidad del acto ficto o presunto 
configurado el 26 de octubre de 2021, frente a la petición radicada el 26 de julio de 
2021, mediante el cual la entidad demandada negó el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por la no consignación oportuna de las cesantías causadas en 
el año 2020, según lo establecido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990; además, 
de la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías. 
 
El referido medio de control fue radicado ante los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta, y por acta de reparto correspondió al Juzgado Sexto Administrativo del 
Circuito de Cúcuta2.  
 
Mediante auto del 29 de junio de 20223, el referido Juzgado remitió el proceso de 
la referencia a este Despacho, señalando que, la última unidad donde prestó sus 
servicios la parte demandante fue en el Colegio Departamental Edmundo 
Velásquez del municipio de Ocaña, N. de S. 
 
El 19 de julio de 2022, el expediente fue repartido a este Juzgado4. 
 
 
 
 
 
 

                                                
1 Archivo PDF número «004CorreoApoyoJudicial» del expediente digital. 
2 Archivo PDF número «002ActaReparto» del expediente digital. 
3 Archivo PDF número «06AutoDeclaraFaltaCompetencia» del expediente digital. 
4 Archivo PDF número «09ActaReparto» del expediente digital. 
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II. CONSIDERACIONES 

 
PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Jurisdicción y competencia 
 
Esta jurisdicción es competente para conocer a cerca del presente asunto, toda 
vez que el tipo de restablecimiento que se pretende respecta a la relación legal y 
reglamentaria entre un servidor público y el Estado, según lo preceptuado en el 
numeral 1° del artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, el cual señala: 
 

«Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al 
derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. (…)». 
 

Competencia por el factor territorial 
 
El artículo 156 del CPACA, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 
determina: 
  

«Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio 
del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho 
lugar». 

 

Conforme con lo narrado en el contenido del libelo introductorio y los documentos 
anexos a esta, se tiene como último lugar de prestación de servicios de la parte 
demandante, el Colegio Departamental Edmundo Velásquez del municipio de 
Ocaña, N. de S.5, razón por la cual le compete a este Despacho el conocimiento 
del medio de control de la referencia, por virtud, además, del artículo 1 literal A del 
Acuerdo PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020. Por ende, se avocará su 
conocimiento. 
 
Competencia por el factor cuantía 
 
El artículo 157 de la ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 
de 2021, reglamenta lo concerniente a la competencia por el factor cuantía. Al 
respecto precisa: 
 

«Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o 
de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la 
demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los perjuicios 

                                                
5 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 65.  
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inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella. 
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. 
 
En el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, no podrá 
prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.  
 
(…) 
 
PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la fecha 
de la presentación de la demanda».  

 

Del mismo modo, la competencia de los jueces administrativos está dada en el 
numeral 2° del artículo 155 del CPACA, modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 
de 2021, disposición que establece:  

 
«Artículo 155. Competencia de los juzgados administrativos en primera 
instancia. Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos: 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía».  

 
Al respecto se observa, que si bien la apoderada de la parte demandante estima la 
cuantía del presente medio de control en $69.039.1506, suma que corresponde al 
pago de sanción mora solicitada, según la norma antes mencionada no se debe tener 
en cuenta la cuantía en estos asuntos, por lo que es claro que la competencia por 
razón de la cuantía corresponde a este Despacho.  
 
Caducidad del medio de control 
 
La caducidad es la sanción que consagra la Ley por el no ejercicio oportuno del 
derecho de acción, en tanto al exceder los plazos perentorios para acudir a la 
jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que 
sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es decir, las 
normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar 
en todo ordenamiento, y del mismo modo debe impedir que situaciones 
permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente. 
 

«Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
(…) 
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
(…)». 

 

En este orden de ideas, dado que el presente medio de control tiene como objeto 
la declaratoria de la nulidad de un acto ficto o presunto producto del silencio 
administrativo, conforme con el literal d) numeral 1° de artículo 164 del CPACA, la 

                                                
6 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital. Folio 51. 
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demanda puede presentarse en cualquier tiempo, sin que opere el fenómeno de la 
caducidad. 
 
Legitimación en la causa para actuar 
 
La legitimación en la causa es entendida como la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto 
de la relación jurídica sustancial. Específicamente, el legitimado para solicitar que 
se le restablezca su derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a 
través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es todo aquél 
que se crea lesionado en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica.  
 
En el presente asunto, la legitimación en la causa por activa se encuentra 
acreditada, pues el acto ficto cuya nulidad se pretende, negó al actor el 
reconocimiento del derecho al pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 
de 1990. Frente a la legitimación en la causa por pasiva, se encuentra igualmente 
acreditada, toda vez que las peticiones que originaron el silencio administrativo 
fueron dirigidas a las entidades demandadas.  
 
Por lo anterior, ambas partes se encuentran legitimadas en la causa para concurrir 
a este proceso.  
 
Representación Judicial 
 
El numeral 4 del artículo 133 del Código General del Proceso, al cual hace remisión 
expresa al artículo 208 del CPACA, establece como causal de nulidad «Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder». 

 
Estudiado el contenido del expediente se observa que el demandante, confirió 
poder para que lo representara en este proceso a la abogada Katherine Ordoñez 
Cruz, identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y 
T.P. 152.406 del C.S. de la J., quien cuenta con derecho de postulación por su 
condición de abogada titulada e inscrita ante el Registro Nacional de Abogados, 
con tarjeta profesional vigente y sin sanciones o limitaciones al ejercicio de la 
carrera7.  
 
Conclusión del procedimiento administrativo  
 
Se advierte que, por tratarse de un acto administrativo configurado a partir del 
silencio administrativo, puede demandarse directamente. Por ende, de acuerdo con 
el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, se entiende concluido el procedimiento 
administrativo.  
 
Conciliación extrajudicial 
 
Respecto a este tópico, se encuentra acreditado tal requisito, como lo impone el 
artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 
de 2021, el cual se encuentra visible en el expediente8. Por lo tanto, es claro que el 
extremo demandante puede acudir a esta jurisdicción. 
 
 

                                                
7 Esto se concluye por consulta digital que se hizo en la página web de la Rama Judicial en el link: 
https://antecedentesdisciplinarios.ramajudicial.gov.co/ 
8 Archivo PDF número «001DemandaAnexos» del expediente digital, folios 317 a 324. 
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Notificación a la demandada  
 
El numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, establece la obligación para quienes instauren demanda, que, al 
presentarla, simultáneamente deberán enviar por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados. Sobre este requisito, encuentra esta Sede 
Judicial que la parte actora no acreditó haber realizado dicho trámite, por lo tanto, 
se instará a la apoderada de la parte actora para que, de ahora en adelante, al 
presentar la demanda simultáneamente envíe por medio electrónico copia de ella y 
de sus anexos a los demandados, cumpliendo de esta manera con la norma citada.    
 

REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA 
 
En este punto, es claro entonces para el Despacho que la demanda cumple con los 
requisitos formales que establece el artículo 162 de la Ley 1437 del 2011, modificado 
por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, así como los demás previstos en la ley, tal 
como se ilustró en la parte considerativa de este proveído, razón por la cual se 
admitirá la demanda. 
 
Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, conforme a la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda presentada por el señor Ciro Alfonso 
Chinchilla Molina, a través de apoderada, contra la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio- Fomag y el Departamento Norte de Santander, por las razones aquí 
expuestas. 
 
TERCERO: Por Secretaría, NOTIFICAR personalmente de esta providencia al 
Representante Legal de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-Fomag y el Departamento 
Norte de Santander, y/o a quien se haya delegado para recibir notificaciones, en 
los términos del artículo 197 a 201 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 20219. 
 
Es de advertir que la notificación se entenderá surtida con el envío correspondiente 
a la dirección de correo electrónico, para notificaciones judiciales. 
 
CUARTO: NOTIFICAR personalmente de esta providencia al señor agente del 
Ministerio Público delegado ante este Juzgado, al representante legal de la Agencia 
Nacional para la Defensa Jurídica del Estado y/o a quien este haya delegado para 
recibir notificaciones, a través del correo electrónico dispuesto para notificaciones 
judiciales, tal como lo señala el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, para que ejerza las funciones previstas en la 
ley.  
 

                                                
9 «Por medio de la cual se reforma el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo 
-Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
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QUINTO: CORRER TRASLADO, en los términos del artículo 172 del CPACA, al 
Ministerio Público, a la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, y a 
la demandada en este proceso por un plazo de treinta (30) días, el cual comenzará 
a correr a partir del día siguiente al vencimiento de los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje que se efectúe por la Secretaría de este Despacho, de 
conformidad con el inciso quinto del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. Dentro del referido término, deberá 
contestarse la demanda, proponerse excepciones, solicitarse pruebas, llamar en 
garantía, y/o presentarse demanda de reconvención (Art. 172 CPACA). 
 
SEXTO: NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante. 
 
SÉPTIMO: ADVERTIR a la parte demandada para que de acuerdo con lo dispuesto 
por el numeral 4° y parágrafo 1° del artículo 175 del CPACA, allegue con la 
contestación de la demanda todas las pruebas que pretenda hacer valer y que 
reposen en su poder, adviértase también que conforme lo previsto en el artículo 78 
numeral 10º del CGP, es su deber abstenerse de solicitarle al juez la consecución 
de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición 
hubiere podido conseguir. Además de que, según el artículo 173 del mismo 
estatuto, de no hacerlo el juez se abstendrá de ordenar su decreto, salvo que la 
parte hubiera presentado petición para ello y no hubiese sido atendida, lo que 
deberá acreditarse sumariamente. 
 
OCTAVO: INSTAR a la apoderada de la parte actora para que de acuerdo con el 
numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021, de ahora en adelante, al presentar la demanda simultáneamente envíe 
por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, cumpliendo 
de esta manera con la norma citada.   
 
NOVENO: RECONOCER personería a la abogada Katherine Ordoñez Cruz, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 37.392.694 de Cúcuta, y T.P. 
152.406 del C.S. de la J., para actuar como apoderada de la parte demandante en 
los términos y para los efectos del poder que les ha sido conferido.  
 
DÉCIMO: A efectos de notificación téngase en cuenta como correo de notificación 
de la parte actora, el siguiente apartado electrónico: 
notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com  
 
DÉCIMO PRIMERO: ADVERTIR a las partes que, toda actuación que se adelante 
en el presente trámite, se deberá allegar únicamente al correo electrónico 
j01admocana@cendoj.ramajudicial.gov.co  y por ningún motivo se allegue en forma 
física. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA  
JUEZ 

 
ACSV 

 

mailto:notificacionescucuta@lopezquinteroabogados.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE OCAÑA 
 
Ocaña, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

MEDIO DE CONTROL: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  

RADICADO: 54-498-33-33-001-2022-00262-00 

CONVOCANTE:  ZOOM CEM S.A.S. 

CONVOCADO:  E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES 

ASUNTO RESUELVE RECURSO DE REPOSICIÓN  

 
Se encuentra el expediente al Despacho a efectos de resolver el recurso de 
reposición presentado por la apoderada de la parte convocante, en contra del auto 
proferido el 27 de octubre de 2022, mediante el cual se improbó el acuerdo 
conciliatorio celebrado el 27 de julio de 2022, entre sociedad ZOOM CEM S.A.S., y 
la E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES. 
 
 

I. ANTECEDENTES 

En auto del 27 de octubre de 20221, este Juzgado resolvió improbar el acuerdo 
conciliatorio celebrado el 27 de julio de 2022, entre sociedad ZOOM CEM S.A.S., y 
la E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES, proveído que fue recurrido 
por la apoderada de la parte convocante, mediante memorial del 2 de noviembre 
de 20222. 

1.1. De la providencia objeto de recurso  

Mediante auto del auto del 27 de octubre de 20223, este Juzgado resolvió improbar 
el acuerdo conciliatorio celebrado el 27 de julio de 2022, entre sociedad ZOOM 
CEM S.A.S., y la E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES.  Lo anterior, 
al advertir que, de acuerdo con las pruebas documentales que reposan en el 
plenario, el caso bajo estudio no se enmarcaba dentro de los tres supuestos 
excepcionales establecidos en la sentencia de unificación frente a la procedencia 
de la actio de in rem verso.  

Decisión que se sustentó en que en el plenario no existe prueba alguna que permita 
inferir que la E.S.E. HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES constriñó o 
impuso a ZOOM CEM S.A.S., el incremento del suministro del servicio humano 
requerido para la ejecución del contrato de prestación de servicios No. 099 de 2021, 
referente a los ocho agentes adicionales a los cuatro que inicialmente operaban; de 
igual forma, tampoco existió prueba de la urgencia y necesidad del suministro del 
servicio por parte de la convocada, para evitar una amenaza o una lesión inminente 
e irreversible al derecho a la salud, ya que aun cuando se aportó a la solicitud de 
conciliación los documentos denominados «Propuesta de ampliación del Call 
Center para cubrir el incremento de la demanda», y «Resultados de la Operación 
de Servicio HEQC – Crecimiento en Agentes», no se logró demostrar la premura o 
la inminente necesidad del aumento del recurso humano, y por último, no se 
encontró declaratoria alguna de urgencia manifiesta.   

                                                           
1 Archivo pdf denominado «03AutoImprueba» del expediente digital. 
2 Archivo pdf denominado «05RecursoReposicion» del expediente digital. 
3 Archivo pdf denominado «03AutoImprueba» del expediente digital. 
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1.2. Del recurso de reposición propuesto por la parte demandante  

A través de memorial del 2 de noviembre de 20224, la apoderada de la parte 
convocante presenta recurso de reposición en contra del auto proferido el 27 de 
octubre de 2022, manifestando inicialmente que los documentos aportados 
demuestran que existió la prestación de los servicios Call Centrer en favor de la 
entidad convocada, durante los meses de octubre, noviembre y diciembre del año 
2021, cumpliendo con lo dispuesto en el Contrato No. 099 de 2021 de fecha 28 de 
abril de 2021, lo que implica que se ampare la ejecución de prestaciones del 
contrato en razón a lo dispuesto en la ley, el estatuto de contratación estatal y la 
Constitución Política.  

Resalta que, existió una solicitud por parte del agente especial interventor de la 
E.S.E. Hospital Emiro Quintero Cañizares a COOTRANSMAR, administradora de 
la plataforma KubApp, para dar constancia de la activación de los ocho agentes 
adicionales, respuesta en la cual se acredita que la entidad convocante prestó el 
servicio.  

Expone que, en razón a la emergencia sanitaria generada por el COVID-19 se 
incrementaron las llamadas telefónicas, no solo para la solicitud de citas, sino 
también atención por parte de los profesionales en la salud a los usuarios mediante 
la modalidad de teleconsultas, situación que se acredita del informe presentado por 
ZOOM CEM S.A.S., servicio que se prestó durante los meses de octubre, 
noviembre y diciembre de 2021, mejorando el nivel de servicio a los usuarios.  

Solicita que se reponga el auto referido, en razón a que si se prestó el servicio por 
parte de ZOOM CEM S.A.S, en el incremento de los ocho agentes, con la previa 
autorización y conocimiento de la E.S.E. Hospital Emiro Quintero Cañizares.  

II. CONSIDERACIONES 

Con respecto a la procedencia del recurso de reposición, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Código Contencioso Administrativo, señala lo 
siguiente:  

«ARTÍCULO 242. REPOSICIÓN, <Artículo modificado por el artículo 61 de la Ley 
2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> El recurso de reposición procede 
contra todos los autos, salvo norma legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y 
trámite, se aplicará lo dispuesto en el Código General del Proceso». 

 

Teniendo en cuenta que la Ley 1437 de 2011 (Codigo de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo) no tiene una disposición que la 
oportunidad y tramite del recurso de reposición, se hace necesario traer a colación 
el artículo 306 ibídem,  
 

“ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no 

contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo 
que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que 
correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  

 
Así las cosas, el artículo 318 y 319 del Código General del Proceso regulan la 
procedencia y el trámite de los recursos de reposición presentados:  
  

“Artículo 318. Procedencia y oportunidades. 
 
Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que 
dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica 

                                                           
4 Archivo pdf denominado «05RecursoReposicion» del expediente digital. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#61
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y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para 
que se reformen o revoquen. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, 
en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se 
pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro 
de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto. 
 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que 
contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse 
los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 
 
Los autos que dicten las salas de decisión no tienen reposición; podrá pedirse 
su aclaración o complementación, dentro del término de su ejecutoria. 
 
Parágrafo. 
 
Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso 
improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso 
que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente. 
 
Artículo 319. Trámite. 
 
El recurso de reposición se decidirá en la audiencia, previo traslado en ella a la 
parte contraria. 
 
Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a la 
parte contraria por tres (3) días como lo prevé el artículo 110.” 
 

Realizadas las precisiones normativas correspondientes, se advierte que el auto 
proferido el 27 de octubre de 2022, fue notificado el 28 de octubre de la misma 
anualidad, por lo que el término de 3 días para la interposición del recurso de 
reposición fenecía el 2 de noviembre de 2022, presentándose el recurso en esa 
misma fecha, por lo que al haberse interpuesto en dentro del término dispuesto, el 
Despacho encuentra que es procedente su estudio. 
 
Ahora, el Despacho analizará el recurso de reposición presentado por la parte 
actora en contra del proveído de fecha 27 de octubre de 2022, precisando que el 
sustento del recurso promovido por la sociedad convocante se basa en que de las 
pruebas obrantes en el plenario se puede constatar que el servicio adicional de los 
ocho agentes, si se prestó a la E.S.E. Emiro Quintero Cañizares.  
 
Al respecto, se tiene que la presente controversia fue encausada en una actio in 
rem verso, la cual se centra en el enriquecimiento sin justa causa, y busca reclamar 
el pago de prestaciones ejecutadas sin respaldo de un contrato, acción procedente 
dentro del presente asunto, como quiera que su objeto es el reconocimiento y pago 
de los valores generados con ocasión a los ocho agentes de servicio que entraron 
en operación en octubre de 2021, adicionales a los cuatro agentes con los que inició 
la ejecución del Contrato de Prestaciones de Servicios No. 009 de 2021.  
 
Ahora bien, como se indicó en el auto recurrido, para que una actio in rem verso 
resulte procedente es necesario que se acrediten los supuestos dispuestos por la 
Sala Plena de la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado, en sentencia 
de unificación del 19 de noviembre de 2012, proferida dentro del expediente 
identificado con el radicado número 73001-23-31-000-2000- 03075-01(24897), M.P. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa, esto es: «a) Cuando se acredite de manera 

fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin 
participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su 
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autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de 
prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio. (…)  b) En los que es 
urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin 
de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al 
derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la 
vida y a la integridad personal,  urgencia y necesidad que deben aparecer de manera 
objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y 
adelantar un proceso de selección de contratistas. (…), y c) En los que debiéndose 
legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal 
declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras (…)».   

 
Así las cosas, para que resulte procedente la actio in rem verso, más haya de probar 
la prestación del servicio, es necesario acreditarse que la entidad convocada 
constriñó o impuso a la convocada para la prestación del servicio, que tal servicio 
se prestó para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho 
a la salud, o que se haya prestado debiéndose declarado una situación de urgencia 
manifiesta, situaciones que no se encontraron acreditadas en el presente trámite; 
aunado a que en el recurso de reposición no se indicó circunstancia adicional que 
debiera ser valorada tendiente al cumplimiento de los requisitos de la actio in rem 
verso.  
 
En consecuencia, el Despacho no repondrá el auto de proferido el 27 de octubre de 
2022, por el cual se improbó el acuerdo conciliatorio celebrado el 27 de julio de 
2022, entre sociedad ZOOM CEM S.A.S., y la E.S.E. HOSPITAL EMIRO 
QUINTERO CAÑIZARES, ante la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos 
Administrativos de Cúcuta, de conformidad con los argumentos expuestos en esta 
providencia. 

Considerando lo anterior, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Ocaña, 

RESUELVE 

PRIMERO: NO REPONER la providencia proferida el 27 de octubre de 2022, de 
conformidad con lo expuesto en este proveído. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría, ARCHIVAR el presente trámite, previas las 
anotaciones de rigor 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

TATIANA ANGARITA PEÑARANDA 
JUEZ 

CHPG  
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